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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 30 de agosto de 1996. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria en régimen de cuarto intermedio, el próximo mar- 
tes 3, a la hora 16, a fin de informarse de los asuntos entrados 
y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se establece que los funciona- 
rios que ocupan cargos de gobierno de carácter polí- 
tico, de particular confianza y de especial jerarquía 
deberán presentar una declaración jurada de patrimo- 
nio, de ingresos y de bienes de uso en forma habitual 
o a cualquier título. 


(Carp. N” 256/95 - Rep. N” 245/96 y 
Anexos l, IL, II y IV) 


2%) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se regula el funcionamiento de las guarde- 
rías infantiles. 


(Carp. N” 298/95 - Rep. N* 270/96) 


3”) Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para 
exonerar de su cargo a un funcionario del Ministerio 
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blica relacionado con el traslado de psiquia- 
tras del Hospital Pereyra Rossell a Centros pe- 
riféricos. 


- Se procederá de conformidad. 


14 y 16) Declaración jurada de patrimonio, ingresos 
y bienes de uso en forma habitual, o a cualquier 
título. Se establece que deberán presentarla los 
funcionarios que ocupen cargos de gobierno de 
carácter político, de particular confianza y de 
especial jerarquía. Proyecto de ley coco. 10 y 31 


- Continúa la discusión general. Intervención de 
varios señores Senadores. 


17) Doctora Alba Roballo. Su deceso ....................... 34 


- Por moción de los señores Senadores Hierro 
López, Arismendi, Santoro y Michelini, el Se- 
nado resuelve guardar un minuto de silencio 
en homenaje a la memoria de la ciudadana 
desaparecida y sesionar en forma extraordina- 
ria el día miércoles 4 de los corrientes para 
rendirle homenaje. 


18) Se levanta la sesión .....oooconoccnonncncaranenccacanonanerannnrnos 34 


de Salud Pública. (Plazo constitucional vence 16 de 
setiembre de 1996). 


(Carp. N* 460/96 - Rep. N” 274/96) 


4%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venía del Poder Eje- 
cutivo para exonerar de su cargo a un funcionario del 
Ministerio de Salud Pública. (Plazo constitucional ven- 
ce 29 de setiembre de 1996). 


(Carp. N” 470/96 - Rep. N” 277/96) 


Quena Carámbula 
Secretaria interina” 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Antognazza, Arismen- 
di, Barbato, Batlle, Bergstein, Bertolini, Brezzo, Caviglia, 
Cid, Dalmás, Gandini, Garat, Heber, Hierro López, Hual- 
de, Irurtia, Korzeniak, Laguarda, Mallo, Michelini, Mi- 
lor, Pereyra, Posadas Montero, Ricaldoni, Sanabria, San- 
toro, Sarthou, Segovia y Storace. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Senado, 
Dr. Hugo Batalla y los señores Senadores Andújar, Astori, 
Couriel, Chiesa, Gargano y Virgili. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta (Texto del proyecto de resolución presentado:) 


la sesión. 


(Es la hora 16 y 8 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 3 de setiembre de 1996. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje solicitando 
venia para exonerar de su cargo a una funcionaria del 
Ministerio de Salud Pública. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remi- 
te la información solicitada por los señores Senadores 
Reinaldo Gargano y Manuel Laguarda referente a la 
Concesión de Obra Pública de que fue objeto la em- 
presa Consorcio del Este para la *Construcción de la 
segunda calzada de la Ruta Interbalnearia entre Mon- 
tevideo y Punta del Este.* 


-Oportunamente le fue entregado a los señores Se- 
nadores. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería acusa 
recibo de la exposición escrita presentada por el señor 
Senador Luis Alberto Heber relacionada con la obliga- 
ción a los feriantes de utilizar balanzas electrónicas. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Luis Alberto Heber. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
remite la información solicitada por el señor Senador 
Carlos Julio Pereyra relacionada con los propietarios 
que solicitaron y obtuvieron revisión de grupos de sue- 
los CONEAT. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Carlos Julio Pereyra. 


Los señores Senadores Alberto Couriel, Carlos Ga- 
rat, Reinaldo Gargano, Rafael Michelini, Pablo Mi- 
llor, Carlos Julio Pereyra y Américo Ricaldoni inte- 
grantes de la Comisión de Asuntos Internacionales pre- 
sentan un proyecto de resolución por el que se crea la 
Asociación de Amistad Parlamentaria con la Repúbli- 
ca Argentina. 
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-Repártase. Inclúyase en el orden del día. 


“CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo 1*. - Créase la Asociación de Amistad 
Parlamentaria entre la República Argentina y la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, la cual estará integrada 
por los señores Senadores miembros de la Comisión 
de Asuntos Internacionales del Senado y por los seño- 
res Representantes Nacionales miembros de la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Re- 
presentantes. 


La Mesa estará constituida, alternativamente, por 
los señores Presidentes de las mencionadas Comisio- 
nes, asistidos por los señores Secretarios de ambas Co- 
misiones. 


Art. 2”. - Se procederá a su constitución a partir 
del cumplimiento de las aprobaciones legislativas per- 
tinentes. 


Sala de la Comisión, 8 de agosto de 1996. 


Carlos Julio Pereyra, Alberto Couriel, Carlos 
M. Garat, Reinaldo Gargano, Rafael Michelini, 
Pablo Millor, Américo P. Ricaidoni. Senadores.” 


5) CONSECUENCIAS DE LA RESOLUCION DEL SE- 
ÑOR PRESIDENTE DEL CUERPO REINTEGRAN- 
DO A SUS FUNCIONES A UN SECRETARIO Y A 
UN DIRECTOR GENERAL DE DIVISION DEL SE- 
NADO 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para una cuestión relativa al 
orden interno tiene la palabra el señor Senador Mallo. 


SEÑOR MALLO. - Agradezco al Senado que me permita 
hacer una exposición de orden interno sin ánimo de suscitar 
polémica, sino a efectos de fijar una posición sobre una reso- 
lución adoptada por el señor Presidente del Senado. 


Considero una obligación expresar ante el Cuerpo las re- 
flexiones y el juicio que algunos otros Senadores comparten 
referentes al grado de acierto de una resolución del señor 
Presidente del Senado. 


Comienzo por establecer que su ilegitimidad y su falta de 
mérito no nos alcanzan y son de cargo de quien adoptó esa 
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resolución y de quienes la apoyan. Está fuera de mi ánimo 
suscitar una polémica y no constituyen convicciones procla- 
madas a remolque de una situación concreta. Son la aplica- 
ción al caso particular de las manifestaciones que formulé en 
la sesión del 4 de abril del año anterior sobre las potestades 
del señor Presidente del Senado y de los señores Secretarios. 
He dicho que la resolución es ilegítima y que carece de méri- 
to. Voy a fundarlo. 


Aréchaga enseña -y lo he repetido varias veces en esta 
Sala- que no hay competencia para órgano público sin texto 
que los establezca. Toda competencia es atribuida con una 
triple limitación en razón de materia, de forma y de fines. 


En la sesión del 4 de abril de 1995 quedaron circunstan- 
ciadamente expuestas por quien habla las competencias del 
Presidente del Senado. En ningún caso puede sustituirse al 
Cuerpo; el Reglamento no puede otorgarle la potestad de 
querer por el Cuerpo. 


El artículo 116 del Reglamento, al decir que sólo el Presi- 
dente puede representar al Cuerpo, tiene un sentido mera- 
mente formal y protocolar. El artículo 117 dice que el Presi- 
dente no podrá contestar ni comunicar sin previo acuerdo del 
Senado. 


Por lo demás, el Reglamento del Senado lo gobernará 
interiormente, pero es indudable que está sometido al orden 
constitucional y, por lo tanto, cuando el numeral 14 del 
artículo 112 acuerda al Presidente la facultad de nombrar a 
los funcionarios de la Cámara, viola frontalmente el artículo 
107 de la Constitución que prescribe que cada Cámara nom- 
brará al personal de su dependencia. 


Queda bien demostrado que el Reglamento no puede in- 
vocarse como constituyendo, en general, una pauta indefecti- 
ble de juridicidad. Pero hay más. 


La Comisión de Asuntos Administrativos tiene competen- 
cia para informar sobre los asuntos de carácter interno del 
Senado -competencia que le es dada por el Reglamento- y, en 
concordancia con esa regla, el señor Presidente del Senado 
ha procurado siempre la intervención y el acuerdo de dicha 
Comisión. Lo hizo previo a decretar la instrucción del suma- 
rio administrativo a los señores Secretario y Director General 
del Senado. Procuró, para adoptar tal medida, el acuerdo de 
esa Comisión, a punto tal que requirió opinión sobre la sus- 
pensión preventiva de los funcionarios y sobre la retención o 
no de sus sueldos. El señor Senador Cid me hace una señal 
afirmativa, confirmando lo que estoy diciendo. 


Ahora bien, por nota de 30 de agosto se dirige a la Comi- 
sión de Asuntos Administrativos comunicándole el reintegro 
a sus cargos de los sumariados, invocando facultades propias 
en tal sentido y aludiendo a una instancia previa de conoci- 
miento y diálogo con esa Comisión. 
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Resuelve el sumario la suspensión de los sumariados en 
acuerdo con la Comisión de Asuntos Administrativos. Luego, 
en la ruta, prescinde de esa Comisión y dispone el reintegro 
de los suspendidos; prescinde del informe de la misma alu- 
diendo a una imprecisa instancia de conocimiento y de diálo- 
go. Toma una clara vía de facto. 


Suponiendo que fueran exactos todos los raciocinios de 
orden jurídico con que el señor Presidente pretende funda- 
mentar su actitud -raciocinios que no expone, sino que sólo 
adjunta las opiniones discordes o no concordantes de los doc- 
tores Lissidini y Cajarville- hay un aspecto en que necesaria- 
mente carecería de razón. Se trata de que, por sí mismo, 
habría interpretado restrictivamente sus facultades y las ha- 
bría autorregulado o autodisciplinado, como lo hizo en la 
resolución con que dio inicio al sumario. 


No puede luego desvincularse de lo que creó por imperio 
de su propia voluntad, diciendo que la decisión es materia 
ahora de su exclusiva competencia. Si se tratara puramente 
de la ilegalidad de actos de un determinado servicio habría 
motivos suficientes para alarmarse, pero se trata de un servicio 
cumplido en el Senado de la República respecto del cual existe 
en la opinión pública una sensibilidad especial, que afecta al ya 
desmedrado prestigio de la autoridad parlamentaria. 


Aquí resulta indispensable que se demuestre que se ha 
procedido dentro de la más estricta legalidad, movidas las 
decisiones por el bien del servicio, y que la reposición de los 
sumariados contempla el interés público, libre de toda conno- 
tación política. 


Todo esto no lo he visto y no lo verá la opinión pública, 
por lo que todos los protagonistas de estos acaeceres, inclui- 
do el que habla, veremos reducidas la confianza y la credibi- 
lidad que debían sernos dispensadas. 


Repito una vez más -la repetición es también un antiguo 
método pedagógico- que estas mutilaciones constitucionales 
van afectando a las instituciones, porque fuera de las discipli- 
nas de derecho cesan las garantías y las normas se sustituyen 
por las voluntades humanas que abren paso a los intereses y a 
las arbitrariedades. 


Pero dije también que con la decisión de reintegrar a los 
sumariados da la impresión de que se prepara la clausura 
discreta de lo acaecido y carece de todo fundamento en cuan- 
to a su mérito. Creo que fue Pascal quien dijo que el peor 
error conceptual es no ver las cosas como son y creer que el 
episodio del incidente personal es el exclusivo hecho rele- 
vante. Y que el sumario encierra todo cuanto constituye la 
realidad patológica del Senado es un fariseísmo, aun admi- 
tiendo la buena intención de los que así piensan. 


El deterioro que ahora se hace crítico, tiene linaje anti- 
guo, lo señaló y a él se opuso hace casi treinta años, Wilson 
Ferreira Aldunate cuando el Partido Colorado prescindió de 
los funcionarios de carrera y llevó a la Secretaría de! Senado 
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a uno de los sumariados; proclamando e invocando el carác- 
ter de confianza del cargo. Wilson Ferreira afirmó que el 
carácter de confianza de un cargo fluía de la ley y así debió 
admitirse diecisiete años más tarde en que se introdujo en 
una norma presupuestal la calidad de cargos de confianza de 
los Secretarios de la Cámara y del Senado. 


No voy a pormenorizar hechos y circunstancias corrosivos 
para el prestigio y la eficacia del Cuerpo. El diagnóstico 
formulado en abril de 1996 por un equipo de trabajo y en 
cumplimiento de un programa con apoyo de organismos in- 
ternacionales tiene elocuencia sobrada. Tampoco me voy a 
referir al extravío de documentos, como las actuaciones del 
caso Berríos, las calificaciones de los funcionarios, o las pri- 
meras copias de las escrituras de mandato que el Senado 
otorga a quienes lo representan ante los Tribunales. Asimis- 
mo no voy a hacer referencia a un mezquino episodio de 
prepotencia administrativa que me vi obligado a repeler en 
forma contundente y que daba mérito, seguramente, a una 
denuncia penal o a un sumario administrativo. Este episodio 
se consigna a fojas 51 del sumario. 


En cuanto al incidente en sf, lo califico con el mismo 
juicio con que un correligionario del señor Presidente lo hizo 
en relación a un episodio semejante en una publicación: “Un 
regreso al tribalismo machista, acorde al paleolítico inferior”. 
Esos graves incidentes propios del paleolítico inferior -según 
el correligionario del señor Presidente- se inscriben, y son 
palabras textuales del señor Presidente, en una línea de desin- 
teligencia y enfrentamiento generalizándose en una situación 
de rivalidad y encono, una de cuyas víctimas es la regulari- 
dad de los servicios del Senado. 


No existe cumplimiento del deber de respeto recíproco 
entre los funcionarios del Senado o, por lo menos, entre los 
protagonistas del episodio. La propia denuncia del señor Se- 
cretario Farachio a fojas 7 y 8, contiene expresiones innece- 
sariamente agraviantes, no sólo para su contendor sino para 
otros jerarcas, como los señores Moreira y Rodríguez Garcés, 
y juicios de orden político como calificar en forma despecti- 
va a quienes colaboraron con el gobierno militar. Reabre así, 
injustificadamente, una disputa sin un mínimo de seriedad y 
corrección, lo que no es indiferente al decoro y nivel político 
del país, porque con espíritu suspicaz podría alcanzar a inte- 
grantes del propio Senado merecedores, por lo menos por mi 
parte, del mayor respeto y consideración que le dispensamos 
sin reserva. 


A nadie se le ocurriría hoy denostar a Varela porque actuó 
en el gobierno de Latorre, o reprocharle como un baldón a 
Vázquez Acevedo la aceptación de un cargo ofrecido por la 
dictadura de Latorre, o porque franqueara los dinteles de la 
Universidad invitado por el General Santos. Nadie osaría hoy 
afirmar que quienes fueron Consejeros de Estado estuvieron 
comprometidos en forma alguna con los desmanes del proce- 
so militar. Hay un bien superior a preservar que el Secretario, 
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cuyo reintegro se dispuso, no respetó y es la exigencia de un 
mínimo de unidad que la sociedad y el sentimiento nacional 
han de tener si es que no queremos, tolerando o admitiendo 
este clima de agravios, insultos y desinteligencias, desperdi- 
garnos de manera tal que resulte quebrantada aquella cohe- 
sión elemental indispensable entre los espíritus que viven en 
la misma tierra y bajo la misma bandera. 


Sé que se me imputa por algunos una postura rígida y 
excesivamente severa; recojo este comentario como el único 
galardón entre tantas insuficiencias de mi persona y lo reivin- 
dico como un mérito, En un país en que hay una afirmación 
penosa que hacer, en el sentido de que las leyes penales no se 
aplican fntegramente, en una sociedad que no puede hacer 
efectiva su ley penal y que tiene, por ende, un déficit grueso 
con una necesidad vital; en un país, en síntesis, en que la 
sanción social se caracteriza por su lenidad, en que la corrup- 
ción se hace presente en formas y manifestaciones diversas y 
el delito se caracteriza por su frecuencia, la severidad cuando 
se presenta asociada al espíritu de justicia, traduce la levadu- 
ra que le hace falta a la virtud para transformarse en una 
fuerza. 


Esto es todo cuanto quería decir, cumpliendo con mi con- 
dición de abogado y teniendo, en consecuencia, por oficio, 
evitar que la decisión irregular o ilícita se imponga a la ley y 
a la justicia. 


Será en su momento el Senado quien deba resolver los 
puntos ya que es el único que tiene legitimidad para hacerlo. 


Nada más y muchas gracias. 
SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - No voy a referirme a la cues- 
tión de fondo planteada por el señor Senador Mallo, sino 
meramente proponer que la versión taquigráfica de sus pala- 
bras pase a la Comisión de Asuntos Administrativos del Se- 
nado a los efectos que corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración la moción del 
señor Senador Hierro López. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: la exposición del 
señor Senador Mallo, caratulada en la condición de un tema 
de carácter interno por sus sustancia, alcance y por los ele- 
mentos a que ha hecho referencia, evidentemente afecta a 
todo el Senado. 
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Creemos que la seriedad de la exposición, la gravedad de 
los asuntos que en la misma se plantean y las consecuencias 
de las decisiones adoptadas por la Presidencia del Cuerpo, 
que pueden ocasionar situaciones muy difíciles en cuanto a la 
convivencia dentro del Senado y al relacionamiento de los 
integrantes del Cuerpo con los funcionarios y, fundamental- 
mente, con quien ejerce el tan importante y fundamental car- 
go de Secretario Redactor, habilitan a que se envíe la versión 
taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Sena- 
dor Mallo no solamente a la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos del Cuerpo, sino también -teniendo en cuenta la par- 
ticularidad de la integración del Senado, está compuesto por 
treinta Legisladores elegidos por el cuerpo electoral, y que su 
Presidente no resulta electo como candidato al Senado, sino 
que preside el Cuerpo en su condición de Vicepresidente de 
la República- al señor Presidente del Cuerpo, doctor Batalla. 
Con esta decisión del Senado -más allá de considerar que el 
señor Presidente titular tendrá igualmente la información con- 
siguiente leyendo el Diario de Sesiones de la Cámara- preten- 
demos darle el aspecto procesal adecuado, en razón de que 
aquí se plantea una situación particularísima, a la cual ya el 
señor Senador Mallo en su exposición del 4 de abril hizo 
alusión, y reiteró ahora. Me refiero a que muchas veces el 
señor Presidente del Cuerpo toma decisiones que debe adop- 
tar el Senado. 


Por estas razones, nosotros consideramos que sería bueno 
que el Senado, integrado por los treinta sefiores Senadores 
que ocupan sus cargos como consecuencia de una elección 
popular directa, es decir, a través de la expresión de las hojas 
electorales en las que quienes aquí estamos hemos ofrecido 
nuestros nombres a la consideración pública, eleve al señor 
Presidente del Cuerpo la versión taquigráfica de la exposi- 
ción del señor Senador Mallo. 


A todo esto, queremos agregar que hemos percibido desde 
hace un tiempo que existe una especie de jerarquización del 
cargo de Presidente del Senado a través del cargo de Vicepre- 
sidente de la República. Inclusive, se ha llegado a crear en 
esta Casa un Gabinete de la Vicepresidencia de la República, 
cuando ésta no existe como institución, sino que lo único que 
existe es un ciudadano que fue electo en una fórmula presi- 
dencial como Vicepresidente de la República. 


En definitiva, señor Presidente, queremos complementar 
la moción del señor Senador Hierro López y solicitar que la 
versión taquigráfica de la exposición del señor Senador Ma- 
llo pase a conocimiento del señor Presidente titular del Sena- 
do en su condición de tal y de Vicepresidente de la Repúbli- 
ca, porque nos interesa mucho particularizar este elemento al 
que damos un enorme valor de diferenciación en lo que hace 
a la integración de este Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entiendo que el señor Senador 
Hierro López acepta ta incorporación de la sugerencia del 
señor Senador Santoro. 


En consecuencia, se va a votar la moción formulada, en el 
sentido de que se envíe la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Mallo a la Comisión de 
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Asuntos Administrativos y al señor Presidente del Cuerpo y 
Vicepresidente de la República. 


(Se vota:) 
--26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) ARCHIVO DE CARPETA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
archivo de Carpeta. 


(Se da de la siguiente:) 

“La Comisión de Salud Pública aconseja al Senado 
el archivo de la Carpeta N” 418/96 conteniendo la 
comunicación cursada por la Comisión de Salud del 
Parlamento Latinoamericano sobre la reunión del Gru- 
po de Trabajo sobre Legislación para la tercera edad.” 
-Se va a votar el trámite solicitado. 

(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
T) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Gargano solicita licencia desde 
el día 3 hasta el 5 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 30 de agosto de 1996 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Debido a que he sido invitado a participar en un 
Seminario sobre “Política de Integración” a realizarse 
en Santiago de Chile entre los días 3 y 5 de setiembre, 
solicito por la presente al Senado de la República, se 
me conceda licencia por el período mencionado. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atte. 


Reinaldo Gargano. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la licencia solici- 


tada. 


8) 


(Se vota:) 


-25 en 26. Afirmativa. 


INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de tres notas de 


desistimiento llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes:) 


“Los señores Manuel Núñez Blanco, Eduardo Fer- 
nández y Gonzalo D. Fernández comunican que por 
esta vez no aceptan la convocatoria de que han sido 
objeto.” 


-Léanse. 
(Se leen:) 


“Montevideo, 29 de agosto de 1996, 


Sr. Presidente del Senado 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


El que suscribe, Manuel Núñez Blanco comunica a 
Ud. y por su intermedio al alto Cuerpo que preside 
que no acepto por esta vez la convocatoria para inte- 
grar el Senado de la República en sustitución del Se- 
nador Reinaldo Gargano. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 
Manuel Núñez Blanco.” 
“Montevideo, setiembre 2 de 1996. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Con motivo de haber sido convocado para ejercer 
la suplencia del Sr. Senador Reinaldo Gargano; comu- 
nico a Ud. que por esta vez no puedo aceptar tal ofre- 
cimiento. 


Sin otro particular, saluda a Ud. 


Eduardo Fernández.” 
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“Montevideo, 2 de setiembre de 1996. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Cúmpleme llevar a su conocimiento que, por esta 
vez, me veo obligado a declinar la convocatoria efec- 
tuada para cubrir la suplencia del Senador Reinaldo 
Gargano durante el término de su licencia, en razón de 
impedimentos de orden personal, pues estaré ausente 
del país en ese período. 


Sin otro particular, le saludo con mi consideración 
más distinguida. 


Gonzalo D. Fernández.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por lo tanto, queda convocado 
el señor Manuel Laguarda, que ya ha prestado el juramento 
de estilo, y a quien, si se encuentra en la Antesala, se lo 
invita a pasar al Hemiciclo. 


9) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia Hegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Dalmás solicita licencia a partir 
del día 9 de setiembre hasta el día 15 de octubre inclu- 
sive.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 29 de agosto de 1996. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente, solicito se me conceda 
licencia a partir del día 09 de setiembre al 15 de octu- 
bre inclusive, por razones de mi viaje a los Estados 
Unidos de Norteamérica, invitada por el Gobierno del 
referido país. 


Dicho viaje lo realizo con el fin de asistir a las 
reunjones sobre “Mujeres activistas en política y so- 
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ciedad” organizadas por el proyecto regional de la (Se da de la siguiente:) 
U.S.LA. 
“La Corte Electoral comunica que resolvió procla- 
Sin más saluda a usted y a los integrantes del Cuer- mar titular a la Cámara de Senadores al segundo titu- 
po muy atentamente, lar de la lista encabezada por el doctor Jorge Batlle.” 
Susana Dalmás. Senadora.” -Léase. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la licencia solici- (Se lee:) 
tada. 
“CORTE ELECTORAL 
(Se vota:) 


Montevideo, 28 de agosto de 1996, 
-25 en 26. Afirmativa. 
Cámara de Senadores 
10) INTEGRACION DEL CUERPO Señor Presidente 


Ñ Dr. Hugo Batalla 
SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota de 


desistimiento llegada a la Mesa. De ini consideración: 
(Se da de la siguiente:) Pongo en su conocimiento que la Corte Electoral 
: en acuerdo celebrado el 28 del corriente, visto que el 
SEO dir A EA señor Senador Dr. Jorge Batlle, electo por la hoja de 
no acepta la convocatoria de que ha sido objeto.” votación N” 15 del Partido Colorado Sub lema Colora- 
dos y Batllistas Unidos ha solicitado licencia y, que 
"GRES por esta vez no aceptan la convocatoria de que han 
] sido objeto los suplentes respectivos señores Juan Jus- 
PES to Amaro, Alejandro Atchugarry y Alba Estela Osores 


de Lanza, resolvió proclamar titular a la Cámara de 
Senadores al segundo titular de la lista encabezada por 
el Dr. Jorge Batlle, Sr. Federico Bouza y suplentes 
respectivos señores Mário Soto Platero, José Jorge de 
Boismenú y Daniel Cairo. 


“Montevideo, 29 de agosto de 1996. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 


Presente , : 
Dichas proclamaciones se hacen con carácter tem- 


poral y por el término de la licencia concedida al se- 
ñor Senador Dr. Jorge Batlle y en el concepto de que 
se han cumplido las condiciones establecidas en el 
artículo 116 de la Constitución y en el artículo 3* de la 
Ley N” 10.618 de 24 de mayo de 1945. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por el Senado de la Re- 
pública entre los días 9 de setiembre al 15 de octubre 
inclusive, en mi calidad de suplente por la Senadora 
Susana Dalmás, solicito a este Cuerpo la convocatoria 
de mi suplente correspondiente, comunicando mi re- 
nuncia por esta única vez. 


Saludo a usted muy atentamente, 


José Luis Bellani 
Alfonso Mario Cataldi Presidente 


Sin otro particular saludo a Ud. muy atentamente. 
Secretario Letrado” 


immer Prada.” 

12) INTEGRACION DEL CUERPO 

SEÑOR PRESIDENTE. - En consecuencia, a partir del 9 

de setiembre se convocará al señor Milton Antognazza, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento llegadas a la Mesa. 


11) PROCLAMACION DE TITULAR A LA CAMARA (Se da de las siguientes:) 
DE SENADORES 


“Los señores Soto Platero, de Boismenú y Cairo 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota de la comunican que por esta vez no aceptar la convocato- 
Corte Electoral llegada a la Mesa. ria de que han sido objeto.” 
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-Léanse. 
(Se leen:) 
“Montevideo, agosto de 1996. 

Señor Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Hugo Batalla 

De mi mayor consideración: 

Por la presente informo a usted que no acepto la 
convocatoria de la que he sido objeto, por esta única 
vez. 

Sin otro particular saluda a usted muy atentamente. 

Mario Soto Platero.” 


“Montevideo, agosto de 1996. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 


De mi mayor consideración: 


Por la presente informo a usted que no acepto la 
convocatoria de la que he sido objeto, por esta única 
vez. : 


Sin otro particular saluda a usted muy atentamente. 
José Jorge de Boismenú.” 
“Montevideo, agosto de 1996, 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
De mi mayor consideración: 
Por la presente informo a usted que no acepto la 
convocatoria de la que he sido objeto, por esta única 
vez. 


Sin otro particular saluda a usted muy atentamente. 


Daniel Cairo.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por las razones expuestas, la 
Presidencia del Senado ha solicitado de un nuevo titular para 


suplantar al señor Senador Batlle. 
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13) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido de 


informes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 
1183 de la Constitución, los señores Senadores José 
Korzeniak y Manuel Laguarda solicitan se curse un 
pedido de informes al Ministerio de Salud Pública re- 
lacionado con el posible traslado de todos los psiquia- 
tras del Servicio centralizado de Psiquiatría de niños y 
adolescentes del Pereira Rossell a desempeñar sus fun- 
ciones en centros periféricos.” 


-Se procederá de acuerdo con lo solicitado. 


(Texto del pedido de informes:) 


“Montevideo, 3 de agosto de 1996, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito sea enviado al 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA el siguiente pe- 
dido de datos e informes. 


1. - ¿Existe la intención de las autoridades ministe- 
riales de enviar a todos los psiquiatras del Servicio 
centralizado de Psiquiatría de niños y adolescentes del 
Pereira Rossell a desempeñar sus funciones en Centros 
Periféricos? 


2. - En caso afirmativo, ¿eso implicaría el desman- 
telamiento de un Servicio centralizado que cubre todas 
las áreas del país? 


3. - ¿Qué sucedería en ese caso con la integración 
de los técnicos en equipos? 


4, - ¿Qué coordinaciones existen actualmente y qué 
estrategias se han implementado de conjunto entre el 
Ministerio de Salud Pública y el mencionado Servi- 
cio? 


5. - ¿El MSP tiene previsto reabrir las estructuras 
específicas de internación para patología psiquiátrica 
infantil que existieron algunos años atrás? 


6. - ¿Qué previsiones ha tomado el Ministerio para 
cubrir la atención en Psiquiatría de niños y adolescen- 
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tes en el Pereira Rossell entre las 16 hs. y las 8 de la 
mañana del día siguiente? 


Sin otro particular, saluda a Ud. atte.; 
Manuel Laguarda, José Korzeniak. Senadores.” 


14) DECLARACION JURADA DE PATRIMONIO, IN- 
GRESOS Y BIENES DE USO EN FORMA HABI- 
TUAL, O A CUALQUIER TITULO. Se establece que 
deberán presentarla los funcionarios que ocupen car- 
gos de gobierno de carácter político, de particular 
confianza y de especial jerarquía. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en primer término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se establece que los funcionarios que ocupan 
cargos de gobierno de carácter político, de particular confian- 
za y de especial jerarquía deberán presentar una declaración 
jurada de patrimonio, de ingresos y de bienes de uso en 
forma habitual o a cualquier título. (Carp. N* 256/95 - Rep. 
N* 245/96 y Anexos I, H, III y 1V).” 


(Antecedentes: Ver 36a. S.E.) 
-Continúa la discusión general. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: en la sesión 
del día 28 del mes pasado, algunos senadores que integramos 
la Comisión de Constitución y Legislación presentamos -in- 
cluido el que habla- un proyecto de resolución relativo a la 
declaración jurada patrimonial de los integrantes del Cuerpo. 
Ahora, hemos hecho llegar a la Mesa -y solicitamos que se 
distribuya- un artículo que coincide con el artículo 3” -sería 
sustitutivo de éste- del proyecto de Ley Cristal en discusión, 
que eleva al Plenario la citada Comisión. 


Pido que se distribuya, porque cuando se ingrese a la 
discusión particular, la mayoría de los integrantes de la Co- 
misión de Constitución y Legislación va a proponer que se 
incorpore en sustitución del que figura como 3” de la iniciati- 
va que está sobre nuestras Bancas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de la moción pre- 
sentada por algunos señores Senadores en este sentido. 


(Se da de la siguiente:) 


“Los señores Senadores Ricaldoni, Posadas Monte- 
ro, Pozzolo y Santoro mocionan para que el artículo 3* 
del proyecto sustitutivo de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación sea reemplazado por el artículo 3" 
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del proyecto de resolución presentado al Senado por el 
mismo asunto.” 


-Léase. 
- (Se lee:) 


“ARTICULO 3". - En las declaraciones juradas el 
funcionario expresará su estado civil y, de ser casado, 
el régimen matrimonial de bienes por el que se rige, 
así como el número de hijos sometidos a su patria 
potestad. 


Las declaraciones deberán incluir los bienes decla- 
rables propiedad de la sociedad conyugal y de los hi- 
jos antes referidos. 


Si existiera separación de bienes al tiempo de pre- 
sentar la declaración ésta también abarcará el patrimo- 
nio propio del cónyuge o, si fuera el caso, la constan- 
cia de que éste se reserva el derecho a la intimidad 
(Arts. 10 y 72 de la Constitución). 


De producirse la separación o partición luego de 
presentada la declaración y durante el término de vi- 
gencia de la obligación estipulada en los artículos 1 y 
2, el funcionario deberá actualizar aquélla, incluyendo 
copia de la referida partición. 


ARTICULO 4”. - Las declaraciones patrimoniales 
deberán ser presentadas dentro de los sesenta días de 
aprobada la presente resolución. 


Ricaldoni, Posadas Montero, Santoro, 
Andrade, Pozzolo. Senadores.” 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: para que sea 
más clara la propuesta al Cuerpo, creo que sería bueno foto- 
copiar el artículo 3" del proyecto de resolución del 28 de 
agosto pasado al que hice referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se procederá, señor Sena- 
dor, por lo que postergaríamos la discusión del tema para ese 
momento, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para referirse al tema, tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: como se re- 
cordará, en la Comisión de Constitución y Legislación se 
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aprobó un proyecto sustitutivo del proveniente de la Cámara 
de Representantes sobre lo que ha dado en llamarse “Ley 
Cristal”. La declaración jurada de los bienes es uno de los 
requisitos que determinada cantidad de funcionarios y gober- 
nantes que manejan fondos públicos está obligada a cumplir. 
En la Comisión existió un acuerdo en el sentido de no hacer 
informes escritos, y el señor Senador Ricaldoni, en la sesión 
pasada, actuó como informante por la mayoría. En realidad, 
no sé si estoy haciendo un informe por la minoría; de cual- 
quier manera, aspiro a completar mi exposición sin ninguna 
prolongación del término del que habitualmente se dispone 
cuando se discute una iniciativa. 


Los señores Senadores tienen en su poder dos proyectos 
que son muy semejantes entre sí. Uno es el de la llamada 
“Ley Cristal”, proveniente de la Cámara de Representantes, 
votado allí por unanimidad unos días antes del 28 de agosto 
de 1995, ingresando al Senado en la misma fecha -es decir, 
hace algo más de un año- y remitido a la Comisión de Cons- 
titución y Legislación. Por lo tanto, ese es el proyecto que el 
señor Senador Carvalho -que entonces ejercía la suplencia 
del señor Senador Michelini- y los Senadores del Frente Am- 
plio solicitamos y por cuya aprobación hemos pugnado. El 
otro es el que ha aprobado la mayoría de los miembros de la 
Comisión de Constitución y Legislación hace poco tiempo y 
que se ha basado en algunos aspectos de la iniciativa prove- 
niente de la Cámara de Representantes pero, fundamental- 
mente, en un texto sustitutivo presentado por el señor Sena- 
dor Posadas Montero. 


En varias oportunidades hemos señalado nuestra enfática 
preferencia por la aprobación del proyecto enviado por la 
Cámara de Representantes. Para sintetizar, diremos que lo 
hemos hecho por dos razones: sí se aprueba ese proyecto, 
queda sancionado de inmediato y entra en vigencia una vez 
que se produzca la promulgación, que descontamos se produ- 
cirá. En cambio, si se aprueba el sustitutivo elaborado por la 
Comisión, deberá volver a la Cámara de Representantes, por 
disposición constitucional, y pensamos que no hay ninguna 
razón para que el tema se prolongue por un lapso que puede 
ser breve, regular o muy extenso, según la actitud que asuma 
la otra Cámara. Cada vez que hemos hecho este planteo -y 
reconocemos que en más de una ocasión lo hemos hecho con 
un énfasis quizás demasiado apasionado porque el tema nos 
duele- en el contexto que se ha creado -creo que lo describo 
objetivamente- resaltan expresiones en cuanto a que la mane- 
ra de insistir, tanto en el Plenario como en comisión, es una 
forma más o menos indirecta de hacer demagogia -que es una 
de las imputaciones que se ha hecho- o de presionar a los 
legisladores, que tienen todo el derecho de mejorar una legis- 
lación en un sistema bicameral, si entienden que la que ha 
venido de la otra Cámara es defectuosa o merece ser corregi- 
da. Personalmente, aspiro a que en la sesión de hoy los seño- 
res Legisladores no tomen la actitud de creer que este plan- 
teamiento -que reconozco ha sido machacón- es una especie 
de ofensa, a fin de que se apruebe la ley que viene de la 
Cámara de Representantes. Voy a decir las razones por las 
cuales esto debe ser así. 
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En primer lugar -aclaro que no estoy atribuyendo inten- 
ciones- cada vez que se ha planteado el tema, he escucha- 
do encendidos discursos, con partes muy justas y otras no 
tanto -porque se me han atribuido intenciones que no son 
ciertas- defendiendo la honorabilidad y honradez de la gran 
mayoría de las personas que desempeñan cargos políticos. 
Cuando entendemos que se debe aprobar el proyecto venido 
de la otra Cámara, no estamos diciendo que lo hacemos por- 
que creemos que la mayoría de los legisladores, los Ministros 
o el señor Presidente quieren ocultar sus bienes. Algunos 
hablan de clase política, incurriendo en un enorme error de 
concepto, porque en el Uruguay los políticos no son una 
clase ni un estamento. Justamente, nuestro país ha tenido una 
movilidad interesante en el grupo de gobernantes, que no es 
común en el resto del mundo. Nosotros creemos que, efecti- 
vamente, la gran mayoría de la gente que se dedica a la 
política es y ha sido honrada. 


En ese sentido, podríamos citar cientos de casos y no 
limitados a un lema, sino a todos los lemas y sectores. En 
nuestro país han habido grandes figuras, tanto en los partidos 
tradicionales como en la izquierda. Seguramente en la actua- 
lidad la enorme mayoría de los integrantes del elenco de 
cargos políticos o de altos cargos es muy honrada y no tengo 
inconveniente en decirlo. Sin embargo, no se puede olvidar 
que hay algunos casos en donde no hay honradez, porque la 
llamada clase política es una parte del país; tenemos un pue- 
blo honrado, pero hay personas que no lo son. Esto se puede 
comprobar en el área política, universitaria, militar o deporti- 
va, donde han habido algunos casos de corrupción; es algo 
que hemos vivido en el Uruguay y nos duele mucho a todos. 


Hace pocos días el doctor Juan Andrés Ramírez, colo- 
quialmente, en un reportaje hacía una estimación -creo que 
esto no se debe hacer- y decía que era obvio que la gran 
mayoría de los políticos de este país son honrados, mencio- 
nando un 95%. Inclusive se podría hablar hasta de un 99.9%, 
pero no estoy haciendo esa imputación. 


Consideramos absolutamente injustas esas respuestas aira- 
das, como si se estuviera hiriendo la dignidad de alguien 
cuando preguntamos por qué no se aprueba esta ley que, 
quizás, no permitiría evitar los casos de corrupción, que sí los 
hay. Por lo menos existe el derecho a pensar que ha habido 
algunos casos de corrupción, porque hay dos procesamientos 
que corresponden a dos dirigentes políticos muy importantes 
ya que uno estuvo en el período pasado en este Cuerpo y fue 
Presidente de un Ente Autónomo, mientras que el otro estuvo 
muy cerca de la Presidencia de la República. Por lo tanto, no 
podemos cerrar los ojos a esta verdad que puede darse en 
cualquier lema. 


Esta es una medida que se dictó en la Cámara de Repre- 


“sentantes en un momento en que arreciaban denuncias, algu- 


nas fundadas otras no. 


Señor Presidente: a los efectos de tratar de componer una 
exposición ordenada, voy a solicitar que no se me pidan 
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interrupciones. Me cuesta hacer este pedido, pero trataré de 
ser lo más claro posible. 


El contexto en el que nos movemos con los dos proyectos 
que los señores Senadores tienen a consideración, es el si- 
guiente. Una vez aprobado el que vino de la otra Cámara, 
inmediatamente entrará en vigencia. De aprobarse el sustitu- 
tivo, volverá a la Cámara de Representantes y no hay ningu- 
na noticia de que ella lo acepte tal como va. De no aceptarlo, 
seguramente lo estudiará la Comisión de Constitución, Códi- 
gos, Legislación General y Administración e irá a la Asam- 
blea General que, como el señor Presidente sabe, lamentable- 
mente tiene bastantes dificultades para reunirse, algunas deri- 
vadas de razones de tiempo por superponerse con otras sesio- 
nes y otras relacionadas con la voluntad política de no hacer 
número. Ambas cosas no son siempre compartibles, pero des- 
de el punto de vista jurídico son válidas. 


Intento resumir rápidamente cuáles son los argumentos 
por los cuales se dice que no se apruebe el proyecto venido 
de la Cámara de Representantes. Hay algunos de ellos que 
son genéricos, abstractos y dicen que se trata de un sistema 
bilateral y por algo el Legislador tiene derecho a mejorar las 
leyes que vienen de la otra Cámara. Esto es obvio; nadie 
niega ese derecho, pero lo que estamos analizando es que 
existiendo la posibilidad de tomar una u otra actitud, se deci- 
da aprobar otro proyecto que debe volver a la otra Cámara. 
Otros argumentos dicen que el proyecto sustitutivo que ela- 
boró la Comisión es mejor que el otro. Digo que no y voy a 
intentar demostrar que es peor, aunque no en un grado tre- 
mendamente superlativo. Si, además, demora la resolución 
de este asunto, entonces sigo insistiendo en que se apruebe la 
iniciativa venida de la Cámara de Representantes, sin atribuir 
con ello ninguna intencionalidad a nadie. Por el contrario, 
reconozco que la gran mayoría de los dirigentes políticos, y 
de los que sin serlo ocupan cargos de dirección en la Admi- 
nistración Pública, son honrados, pero de todos modos admi- 
to que también hay corrupción que, aunque pequeña, no lo es 
tanto como antes. Se trata de una corrupción que va avanzan- 
do, cuyas causales son muy variadas y tienen que ver con 
muchos aspectos que no es el momento de estudiar. Otro 
argumento que se ha hecho es de tipo teórico, teniendo en 
cuenta ciertas profundidades del derecho, y se refiere al dere- 
cho a la intimidad. Se ha invocado en más de una oportuni- 
dad, por ejemplo, que no hay que establecer la obligación de 
que un funcionario, un gobernante, un legislador, un Ministro 
o un Presidente declare los bienes de su esposa, sino que hay 
que hacerlo con carácter facultativo. 


Si no me equivoco, el proyecto que presentó el señor 
Senador Ricaldoni tiende a corregir esa situación y a estable- 
cer las mismas condiciones que figuraban en el elaborado por 
la Cámara de Representantes. Observo que efectivamente es 
así. Creo que se trata de un defecto grave del proyecto susti- 
tutivo redactado por la Comisión. Naturalmente, también te- 
nía otros que con el tiempo se fueron quitando, pero de todas 
maneras aún quedan algunos. 
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Invito a los señores Senadores a que comparen ambos 
proyectos, es decir, el que figura en el Repartido N* 245, de 
junio de 1996, que corresponde al texto aprobado por la Cá- 
mara de Representantes, y el que consta en el mismo Reparti- 
do Anexo 1 de agosto de 1996, elevado por la Comisión de 
Constitución y Legislación. Advierto que por razones forma- 
les, el primero de los nombrados hubo que reiterarlo con la 
firma de los senadores del Nuevo Espacio y del Frente Am- 
plio. Insisto; invito a los señores Senadores, por más que 
tengan posición formada, a que lean ambas iniciativas y de- 
terminen cuál es la mejor. A mi juicio, es la que viene de la 
Cámara de Representantes, no sólo porque permite que el 
proyecto quede sancionado si lo aprobamos, sino porque su 
texto es mejor. Además, señor Presidente, en un momento 
difícil para la imagen de las instituciones parlamentarias y 
otras del país, no es una buena señal que el Senado, el único 
Cuerpo que normativamente no está obligado a que sus miem- 
bros presenten una declaración jurada de bienes, precisamen- 
te sea el que tenga a consideración durante tanto tiempo el 
proyecto sin aprobarlo. Como ya hemos dicho, hace poco 
más de un año que ingresó esta iniciativa y aún sigue sin 
resolverse. ¿Por qué digo esto? Lo que ocurre es que si un 
senador, por propia voluntad, quiere presentar una declara- 
ción jurada de bienes, lo puede hacer. Inclusive, muchos lo 
han hecho perteneciendo a diversos partidos, Nosotros lo ha- 
cemos siempre por disposición interna de nuestro partido y 
además lo entregamos en un sobre abierto que lo puede con- 
sultar quien lo desee. Entendemos que es algo saludable y 
bueno. 


Evidentemente, ni el proyecto sancionado por la Cámara 
de Representantes ni el sustitutivo elaborado por la Comi- 
sión, por sí solos van a evitar que algún corrupto -si lo hubie- 
ra- haga una especie de maniobra. En el Derecho eso siempre 
se sabe; cuando se aprueba una ley sobre delincuencia, co- 
reupción, estado civil o cualquier otro tema, se sabe que si no 
existe una práctica y un control de la gente -que es lo más 
importante- esa ley por sí sola no solucionará el tema, pero sí 
contribuirá a crear un escenario tendiente a resolverlo. El 
Código Penal castiga el homicidio, pero con ello no se evitan 
los asesinatos, pero por lo menos existe una norma que des- 
alienta esa acción, porque la tipifica y castiga. Entonces, si 
una persona en vez de pensar en la actividad de servicio que 
supone el trabajo político, cree que va a ocupar tal o cual 
cargo para enriquecerse o ejercer influencia, el hecho de que 
haya una ley que la obligue a presentar una declaración de 


bienes con la mayor cantidad de detalles racionales -no se 


le va a pedir que declare cuántas sillas tiene en su casa- 
contribuye a crear un escenario para combatir ese tipo de 
acciones. 


Entiendo que es un poco convencional denominar a estas 
iniciativas como leyes cristal y a otras que contienen normas 
penales llamarlas leyes anticorrupción. En realidad, se trata 
de un problema de nombres. 


Repito, el proyecto de ley sancionado por la Cámara de 
Representantes, además de tener esas enormes ventajas, daría 
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una buena señal si se aprobara por este Senado. Como ya 
dije, éste es el único Cuerpo que no está obligado normativa- 
mente a que sus miembros declaren sus bienes y patrimonios. 
Reconozco que el término normativo es utilizado en un senti- 
do muy lato. El Decreto-Ley N” 14.900, de 31 de mayo de 
1979, dictado por el Gobierno de facto, establecía una nómi- 
na de personas que estaban obligadas a presentar una declara- 
ción de su patrimonio que era muy parecida a la que viene, 
tanto en el proyecto sancionado por la Cámara de Represen- 
tantes, como el sustitutivo elaborado por la Comisión. Obvia- 
mente, no hablaba de Senadores y Representantes Naciona- 
les, porque tal como hicieron todas las dictaduras latinoame- 
ricanas, se clausuró el Parlamento y se creó un seudo parla- 
mento que en nuestro caso se llamó Consejo de Estado. Por 
tal motivo, normativamente, los Senadores y los Represen- 
tantes nacionales no quedaron comprendidos en dicho decre- 


to-ley. Sin embargo, la Cámara de Representantes tiene una 


disposición reglamentaria -se trata del apartado O) del artícu- 
lo 104 del Capítulo XVI- que si bien no es muy precisa, dice 
que es una obligación de los Representantes entregar a la 
Secretaría, dentro de los 30 días de la iniciación de cada 
Período o de su ingreso a la Cámara, una relación jurada de 
su estado patrimonial y actividades remuneradas bajo sobre 
cerrado y lacrado. Quiere decir que esa omisión del Decreto- 
Ley de 1979, razonable y aceptablemente -aunque no de ma- 
nera muy completa- fue corregida por la Cámara de Repre- 
sentantes a través de una norma de su propio Reglamento 
interno. Naturalmente, no he verificado -ni lo pienso hacer- 
si esto se cumple, aunque creo que sí. Los señores Senadores 
que con anterioridad se han desempeñado como Representan- 
tes Nacionales saben que efectivamente se aplica esa disposi- 
ción. ñ 


Por lo tanto, reitero, el único Cuerpo que no cuenta con 
una obligación en ese sentido es el Senado, donde alguno de 
sus miembros -pertenecientes a todos los lemas- han presen- 
tado declaración jurada de bienes al ingresar y al retirarse 
porque lo han querido, ya que lo han entendido oportuno, 
conveniente y como una señal correcta, 


Por consiguiente, de lo que se trata es de que el Senado 
no mantenga como imagen la idea de que retarda -no digo 
que esa sea la intención, pero sí constituye un hecho objeti- 
vo- la entrada en vigencia de una norma que obliga a sus 
miembros a presentar declaración jurada de bienes. ¿Cuál 
sería la razón válida? Personalmente, creo que no lo es el 
derecho a la intimidad, tal como ha sido invocado por algu- 
nos señores Senadores. Si bien creo que sí existe, este dere- 
cho no está nombrado en la Constitución. Básicamente, hay 
intimidad en materia de hogar a través de un artículo que 
prohíbe el ingreso al hogar sin orden judicial y en todos los 
casos si es de noche. El artículo 72 establece una adhesión al 
“news naturalismo” y se consagra los derechos inherentes a 
la persona. Asimismo, el derecho a la intimidad está consa- 
grado en todos los documentos internacionales modernos. De 
todas maneras, éste como el derecho de la libertad física, el 
de la propiedad o cualquier otro, admiten limitaciones que se 
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dan cuando interviene el interés general. Concretamente, esto 
está recogido en el artículo 7” de la Constitución. Quizás, el 
único derecho que no admita limitación sea el derecho a la 
vida, ya que otro artículo prohíbe la pena de muerte. Podría 
decirse que ese artículo no tiene limitaciones por ley, sino 
por razones de interés general. 


En el Uruguay, por suerte, por ninguna razón una ley 
puede establecer la pena de muerte porque la Constitución lo 
prohíbe expresamente. Pero los otros derechos, como el goce 
de la vida, libertad, seguridad, trabajo y propiedad, así como 
los derechos sociales que se incorporaron a partir de la Cons- 
titución de 1934, admiten limitaciones por razones de interés 
general. También es así con respecto al derecho a la intimi- 
dad. 


El Senado no recibe en forma obligatoria una declaración 
de patrimonio de las personas, pero sí lo hace facultativa- 
mente, ya que muchos señores Senadores lo han hecho. Sin 
embargo, hay otros lugares -en los que existen los llamados 
bancos de datos patrimoniales- en los que “apretando el bo- 
toncito” se puede conocer el patrimonio de mucha gente. A 
veces, incluso, estos bancos de datos son de dudosa legalidad 
porque no hay normas que los autoricen y son un campo 
propicio para la discusión jurídica. 


Repito que el derecho a la intimidad cede cuando hay 
razones de interés general y éstas están establecidas en la ley. 
Asf lo sostiene el artículo 7” de la Constitución, que en su 
parte final dice: “Nadie puede ser privado de estos derechos 
sino conforme a las leyes que se establecieren por razones de 
interés general”. 


No se puede negar que es de interés general el hecho de 
que la gente pueda saber cuál es el patrimonio de una perso- 
na en determinado momento al existir una denuncia y si éste 
aumentó demasiado durante el período en que estuvo a cargo 
de una oficina impositiva, en el Senado, en la Cámara de 
Representantes, como Presidente de la República, como Mi- 
nistro, como General o como Contraalmirante, donde tenía 
posibilidad de manejar fondos. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
fior Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Había pedido que no se me inte- 
rrumpiera porque no quería asumir el rol de informante en 
minoría, en cuyo caso tendría más tiempo para hacer mi 
exposición, pero no puedo negar una interrupción de un cote- 
rráneo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR PEREYRA. - Quizás a causa de una pequeña 
distracción haya perdido alguna parte de la exposición del 
señor Senador Korzeniak, pese a que le he prestado mucha 
atención. 
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El ha estado explicando por qué el proyecto de la Cámara 
de Representantes es mejor que el que acaba de elaborar la 
Comisión, tema naturalmente interesante en este momento en 
que debemos comparar ambos proyectos. Está argumentando 
en favor de la tesis de que no es admisible invocar el derecho 
a la intimidad como obstáculo para aprobar este proyecto de 
ley o para elegir uno u otro. Como no he ido a la Comisión 
-porque no soy miembro- no he oído esgrimir este argumento 
para oponerse a uno u otro proyecto. Por lo tanto, quisiera 
que el señor Senador Korzeniak aclarara si realmente ha exis- 
tido. Personalmente, no creo que sea así y el señor Senador 
Korzeniak sabe que las veces que se ha planteado el tema he 
votado favorablemente para que sea tratado cuanto antes por 
el Senado. De todas formas, me parece importante aclarar ese 
aspecto. 


SEÑORA ARISMENDI. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI. - Solicito que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se prorroga el 
tiempo de que dispone el orador. 


(Se vota:) 
-2l en 23. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Efectivamente, ha habido una 
invocación, aunque no fue demasiado frecuente. Me gustaría 
revisar la versión taquigráfica, pero quien ha hecho la invo- 
cación, partiendo de bases doctrinarias argumentadas, funda- 
mentalmente ha sido el señor Senador Posadas Montero. No 
quisiera dar nombres porque no deseo que esto se convierta 
en una especie de dialéctica de contestación de alusiones. De 
todas formas, lo ha invocado con argumentos serios aunque 
para mí no compartibles. No lo ha hecho para oponerse a que 
haya una declaración, sino en momentos en que se habló de 
que en la misma debían incorporarse, por ejemplo, los bienes 
de las personas que están al cuidado o mantienen vida estable 
con el funcionario en cuestión. Creo que esto es asf y si lo 
recuerdo mal pido disculpas. 


Este tema del derecho a la intimidad tiene, inclusive, ma- 
nifestaciones pintorescas en el mundo. Por ejemplo, en Esta- 
dos Unidos y México no existe la cédula de identidad -creo 
que, inclusive, en algunos Estados lo están corrigiendo- por- 
que se requiere una serie de datos que se consideran violato- 
rios del derecho a la intimidad, por lo que las personas acre- 
ditan su identidad comprobando su calidad de socio de algún 
banco o club. En cuanto a México -país hermoso al que 
quiero tanto y que es algo pintoresco desde el punto de vista 
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jurídico- creo que la invocación se ha hecho con fines más 
festivos, pero de todas maneras se ha invocado. 


Creo que el derecho a la intimidad llevado a esos extre- 
mos es una tesis decimonónica; es como cuando se afirma 
que no se puede timitar el derecho a la propiedad porque es 
sagrado e inviolable, como decía la Constitución de 1830 con 
una forma gramatical muy discutible. Obviamente, el dere- 
cho a la propiedad es un derecho individual y social y se 
puede limitar por razones de interés general porque lo dice la 
Constitución y porque es una evolución histórica muy cono- 
cida. Lo mismo sucede con la intimidad. Además, cuando la 
Carta quiere una regla muy fuerte dice, por ejemplo, que de 
noche nadie puede entrar a un hogar sin permiso de su dueño. 
Frente a ello no hay orden judicial ni policía que valga si no 
existe consentimiento. Este es un caso en que el derecho a la 
intimidad del hogar está protegido a extremos muy fuertes, 
pero la Constitución lo prevé expresamente. Sin embargo, en 
períodos de facto, se viola por la fuerza y salvo en circuns- 
tancias muy aisladas se cumple en los regímenes de Derecho. 
Este es el único elemento que se ha utilizado como argumen- 
to general. 


Hace unos días hice un resumen del trabajo de la Comi- 
sión y, sinceramente, no afirmo que ésta no haya trabajado, 
pero en cuanto a este proyecto de ley lo ha hecho muy mal. 
Obviamente, como soy uno de sus miembros la crítica tam- 
bién me alcanza. Quizás por la vehemencia que puse más de 
una vez, generé anticuerpos y eso, tal vez, hizo que algunos 
miembros de la Comisión -que con un planteo más tranquilo, 
hubieran accedido a ir derecho a tratar el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes- hayan tenido una 
actitud de respuesta. Debo reconocer que he sido muy ma- 
chacón en este tema. No sé si este es el estilo correcto, pero 
es el que siempre he tenido. Más de una vez se ha dicho que 
lo utilizo para hacer demagogia, pero debo destacar que lo he 
usado en otra oportunidad y me he sentido muy satisfecho. 
Precisamente, de esa manera logré -en lo que fue mi mayor 
satisfacción- que todos los lemas -y no solamente mis com- 
pañeros, que fueron quienes me ayudaron y asesoraron- vota- 
ran una disposición reglamentaria o interna por la que las 
faltas injustificadas se deberían descontar del sueldo. Insistí 
tanto en ese tema que finalmente se concretó. Me sentí con- 
tento no porque la propuesta hubiera venido de la izquierda, 
sino porque lo aprobaron todos los lemas. 


Al respecto, me podrán preguntar qué sucederá si esto se 
cumple rigurosamente. Pienso que eso no es importante, pero 
el funcionamiento es más aceitado, A veces, los señores Le- 
gisladores piden licencia hasta para faltar a dos sesiones y 
creo que esa es una buena señal. 


¿Qué comparación hago, señor Presidente, de los dos pro- 
yectos? Considero que el proyecto de la Cámara de Repre- 
sentantes es mejor, entre otras razones en virtud de ese argu- 
mento machacón de que si el mismo se aprueba no tendría 
que volver a la primer Cámara, ya que la ley entraría en 
vigencia rápidamente. Voy a tratar de explicar esto en lo que 
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me queda de tiempo, ya que encuentro más tolerante al Sena- 
do en el día de hoy y, a lo mejor, me permite disponer del 
mismo tiempo que los Miembros Informantes. De todas ma- 
neras, voy a tratar de resumir mi exposición. 


En ese sentido, la mayoría de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación que dedicó un par de sesiones a discutir 
cómo se iba a debatir esta iniciativa, logrando finalmente 
ordenar tres o cuatro temas, dijo que se estudiaría primero 
quiénes son los sujetos obligados a hacer la declaración jura- 
da de patrimonio. En distintos ámbitos se ha sostenido -no 
sólo en la Comisión, sino también en alguna radio- que el 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes -y que 
nosotros queremos que se apruebe- omite, nada menos que 
establecer la obligación del Rector de efectuar la declaración 
jurada y, en cambio, sí la fija para los Decanos. Debo decir, 
señor Presidente, que esto no es verdad porque la iniciativa 
que viene de la Cámara de Representantes -y pido a los seño- 
res Senadores que la lean ya que se ha repartido como un 
proyecto de ley presentado por los señores Senadores Korze- 
niak, Sarthou y Carvalho, aunque es idéntico al aprobado por 
la Cámara de Representantes pues debimos reiterarlo por ra- 
zones formales- enumera en el artículo 2” quiénes deben ha- 
cer la declaración jurada. Al respecto, también el artículo 1? 
elabora una nómina que incluye: Presidente de la República, 
Vicepresidente, Ministros, Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, etcétera. Por su parte, el artículo 2” dice: “También 
están comprendidos en la obligación del artículo precedente 
los funcionarios que se enumeran:” y luego, en una lista 
enorme, el literal L) establece: “Directores, Gerentes Genera- 
les, Subgerentes Generales de los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados y Gerentes de la banca estatal”. Natu- 
ralmente, el Rector de la Universidad es un Director de un 
Ente Autónomo, por lo que, obviamente, está comprendido 
en el texto del proyecto. Se puede sostener que es mejor 
abundar y nombrar expresamente a todos los cargos compren- 
didos; y a lo mejor es así. Sin embargo, jurídicamente nadie 
puede decir con objetividad, seriedad, calma y tranquilidad que 
el Rector no está comprendido en la lista de personas que tienen 
la obligación de efectuar la declaración jurada. 


También se indica que el proyecto de la Cámara de Dipu- 
tados no abarca a todos los representantes del Estado en las 
personas públicas no estatales, y no es así. Digo esto porque 
el mismo artículo, en lugar de hablar de personas públicas no 
estatales, se refiere a personas para-estatales; y, en este país, 
todos saben que cuando se emplea ese término se está alu- 
diendo a esas instituciones que se rigen, básicamente, por el 
derecho público pero que no pertenecen al aparato del Esta- 
do. En este sentido, no creo que esa observación sea válida, 
ya que todos los representantes del Estado están comprendi- 
dos en las personas para-estatales. 


Otro argumento que se ha manejado -y obsérvese el deta- 
He en el que se pone atención- es que se obliga a los Secreta- 
rios de las Cámaras a efectuar la declaración, pero se omite a 
los Prosecretarios, y éste fue uno de los elementos en los que 
se basaron para decir que había que mejorar el proyecto. Á 
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este respecto, debo decir que me parece que se trata de una 
sutileza poco comprensible y que, además, no es cierto, por- 
que los Prosecretarios de las Cámaras están comprendidos en 
esta iniciativa. Digo esto porque, si no me equivoco, tanto los 
Secretarios como los Prosecretarios ocupan cargos de con- 
fianza y, expresamente, el literal P) del artículo 2” incluye a 
“La totalidad de funcionarios que ocupen cargos de particular 
confianza y aquellos que cumplan funciones de carácter ins- 
pectivo”. Entonces, si se trata de cargos de particular con- 
fianza, están comprendidos en la obligación. 


De manera que no es verdad que esta enumeración haya 
mejorado a la que vino de la Cámara de Representantes. Digo 
más, este argumento no sólo no es verdad sino que es insoste- 
nible jurídicamente. A este respecto, en el Derecho vulgar 
-no en el verdadero- se dice que siempre existen dos bibliote- 
cas. En lo personal, no comparto esta afirmación porque no 
siempre hay dos bibliotecas; y a veces se inventa una porque 
la que existe no conviene. Considero que en Derecho no hay 
que actuar de esa manera. 


A continuación voy a explicar cuáles son los defectos del 
proyecto aprobado por la mayoría de la Comisión de Consti- 
tución y Legislación, algunos de los cuales son poco impor- 
tantes. Es más, si no fuera porque va a demorar -y tal vez, 
mucho- la entrada en vigencia de esta obligación, no me 
preocuparían. 


Por otro lado, hay otros defectos que sí son importantes, 
uno de los cuales ha sido corregido hace instantes, según ha 
expresado el señor senador Ricaldoni, por la mayoría de la 
Comisión, al presentar una modificación al artículo 3”. A mi 
juicio, esta norma presentaba un defecto muy grande pero 
advierto, con satisfacción, que ha sido corregido. Establecía 
que los cónyuges, los descendientes, los colaterales hasta el 
tercer grado y los socios de los funcionarios enumerados pre- 
cedentemente podrían presentar la referida declaración en for- 
ma voluntaria, es decir que no tenían la obligación. 


En el proyecto aprobado por la Cámara de Representantes 
se establece que quien efectúa la declaración es el funciona- 
rio y que en ella debe incluir, obviamente, los bienes de las 
personas que viven con él, porque de lo contrario, en los 
casos excepcionales de individuos corruptos, bastaría con po- 
ner esos bienes a nombre de un hijo, de la esposa o de la 
concubina “more uxorio”, término con el que se quiere aludir 
a la pareja estable del funcionario. La señora Senadora Aris- 
mendi me acota con razón que puede tratarse de concubino o 
concubina. Al respecto, debo decir que no es lógico que una 
persona, que no es funcionaria, tenga la obligación de hacer 
la declaración. Lo que establecía el artículo 3” era un dispa- 
rate, porque no se le puede imponer dicha obligación a un 
tercero, sino que debe asignársela al funcionario, que es quien 
debe declarar por sí, por su cónyuge y por las personas que 
vivan con él. 


Me reconforta que se haya presentado una moción para 
aprobar un artículo con idéntico texto al votado por la Cáma- 
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ra de Representantes; sin embargo, no me reconforta el hecho 
de que se incorpore en un proyecto que deberá volver a la 
Cámara de Representantes y que no será sancionado en el día 
de hoy si las mayorías no son persuadidas, tarea que estoy 
llevando a cabo con mucho esfuerzo, toda calma y, quizás, 
poco éxito. 


¿Qué otro gran defecto tiene el proyecto sustitutivo elabo- 
rado por la Comisión? Tal vez, no se trate de algo buscado, 
sino que obedece a un error o un olvido; sin embargo, hubo 
una escaramuza procesal en el seno de la Comisión que me 
hace pensar que si se trató de un olvido, a esta altura ya 
debería haber sido corregido, lo que no se ha hecho. 


Los señores Senadores deben advertir que ambos proyec- 
tos de ley tratan primero el tema de quiénes están obligados y 
luego hacen referencia a qué bienes deben declarar. En la 
iniciativa elaborada por la Comisión no figura que el funcio- 
nario tenga que declarar lo que gana en el cargo. En el apar- 
tado D) del artículo 4” se establece que se debe declarar 
“Todo ingreso que perciba en forma independiente de su fun- 
ción pública”, o sea que no se hace referencia al ingreso que 
obtenga por su función pública. Originariamente, debe haber 
sido un olvido de parte de la persona que lo redactó que, 
como sabemos, es un hombre versado en Derecho o del cú- 
mulo de personas que integran la Comisión. Me parece abso- 
lutamente ilógico que se deba declarar los bienes, en concre- 
to, lo que se posea en una sociedad anónima o en un Banco, 
y no se deba hacer lo propio con lo que se gana. 


A esta altura de los acontecimientos, aunque esto siga 
siendo un olvido, creo que debió haber sido corregido. Digo 
esto porque recuerdo haber sefialado esta inquietud en una 
sesión de la Comisión -si hubo versión taquigráfica, allí figu- 
rará- frente a lo que uno de sus miembros me respondió que 
ese tema ya había sido resuelto y figuraba en el apartado D) 
del artículo 4”. Leí esta disposición a nivel de la Comisión y 
expresé que no comprende lo que la persona gana. Pregunto 
cuál es el inconveniente de que se incluya en una declaración 
lo que gana, por ejemplo, el señor Presidente de la Repúbli- 
ca, un Ministro, un Senador o un Representante Nacional. 
Digo más: ¿cuál es el inconveniente de que esto se diga en 
forma pública? Creo que no existen obstáculos al respecto. 
Es más; pienso que esa reticencia -aclaro que no estoy ha- 
blando de esta iniciativa, por cuanto sigo considerando que 
en ella hubo, quizás, un error- que hay, inclusive en progra- 
mas radiales, genera a la población sobre todo a la de bajos 
ingresos, ideas muy pintorescas. Hay personas que creen que 
un Representante Nacional, un Senador o un Ministro gana 
entre U$S 10.000 y U$S 20.000 mensuales, y todo por esa 
inexplicable reticencia a hablar del tema. Entiendo que debe- 
mos abordar el asunto con toda franqueza. Reitero que la 
gente piensa cosas increíbles y pintorescas, señor Presidente, 
En función de esa reticencia o de algún espíritu un poco 
fantasioso, se cree que, por ejemplo, los Legisladores no pa- 
gan la contribución inmobiliaria o la patente. Todo esto suce- 
de porque existe una especie de miedo a hablar de esas cosas. 
Pregunto ¿cuál es la razón para actuar de esa manera? Ello es 
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bueno, sobre todo, porque los sueldos son altos en compara- 
ción con los que perciben las personas que ganan poco en 
este país, pero son menores a los que reciben los Legislado- 
res o Ministros de otros Estados. 


- Me parece que estamos frente a un defecto grave de la 
iniciativa. Una persona podría no estar obligada a declarar en 
ese sentido pero, de igual manera, incluir esa información 
que es obvia, porque el Cuerpo al que pertenece sabe lo que 
percibe, no está de más. 


SEÑOR MICHELINI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - El señor Senador Michelini me 
pide una interrupción que voy a conceder y, luego, pediré a 
la Mesa una interpretación acerca de si estoy o no en condi- 
ciones de actuar como informante en minoría. Si ello fuera 
así, tendría alrededor de diez minutos más para realizar mi 
exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Antes de dar la palabra al señor 
Senador Michelini para hacer uso de su interrupción -en ese 
momento detendremos el reloj- quiero señalar al señor Sena- 
dor Korzeniak que estamos manejando la discusión general 
de acuerdo con el artículo 70 del Reglamento, según el cual 
el Miembro Informante es el de la mayoría y el resto de los 
integrantes del Cuerpo -si bien la costumbre hace que se 
hable de informes en minoría- manejan un tiempo de 30 
minutos con una extensión de otros 30, que la Cámara ya ha 
votado para usted, 


De manera que el señor Senador Korzeniak es dueño de 
su tiempo, por lo que debo señalar que le restan diez minutos 
para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR KORZENIAK. - Lo comprendo, señor Presiden- 
te, pero se debe reconocer, en primer lugar, que en otro artí- 
culo se habla de informes en plural -interpretación que no 
voy a sostener- y, en segundo término, que la práctica del 
Senado siempre ha sido esa, por lo que, en última instancia, 
no sorprendería que si no pudiera terminar mi exposición, no 
se votara la norma. 


De cualquier forma, me atengo a lo que la Mesa decida 
con toda tranquilidad. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: voy a tratar de 
ser lo más condescendiente posible en los términos en que la 
Mesa le amplíe al señor Senador Korzeniak el tiempo necesa- 
rio para que pueda exponer todo lo que desee, pero quiero 
hacer una aclaración. 
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Ll señor Senador comenzó su exposición diciendo que no 
admitiría interrupciones, razón por la cual, en el momento en 
el que no coincidimos con sus expresiones, nos abstuvimos 
de solicitárselas. Luego cedió la palabra a un miembro del 
Cuerpo oriundo de Rocha, por lo que pienso que tendría que 
haber nacido en ese lugar para que el señor Senador Korze- 
niak me concediera la interrupción. No tengo ese privilegio, 
aunque sí tengo el de haber nacido en Soriano. No obstante, 
aclaro que no voy a objetar que la Mesa sea tolerante con 
respecto al tiempo que precise el señor Senador Korzeniak 
para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR KORZENIAK. - Teniendo en cuenta la interven- 
ción del señor Senador Pozzolo, le solicito al señor Senador 
Michelini que retire el pedido de interrupción. 


SEÑOR MICHELINI. - Advierta, señor Senador, que no 
le he pedido una interrupción por mero capricho. 


SEÑOR KORZENIAK. - Entonces, con mucho gusto, le 
concedo la interrupción solicitada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELIN!I. - El señor Senador Korzeniak hacía 
referencia al hecho de que si una persona tiene razones fun- 
dadas, puede hacer la denuncia. Al respecto insistió en la 
Comisión y lo hace a nivel del Senado, aspecto que comparto 
totalmente. No se trata, señor Presidente, de un capricho del 
señor Senador Korzeniak ni de quien habla. El propio Poder 
Ejecutivo, en los fundamentos del proyecto de ley que envió, 
habla del contro! sotial, diciendo que el Capítulo HI y algu- 
nas disposiciones de otros Capítulos se refieren a un aspecto, 
en la lucha contra la corrupción, que este proyecto prioriza 
en aras de una mayor eficacia: la participación ciudadana y el 
control social. Estamos hablando de la lucha contra la co- 
rrupción. Esta participación de la sociedad en prácticas de 
control social sobre la moral administrativa contribuirá fuer- 
temente a que la función pública sea realmente una función 
transparente por naturaleza. En la iniciativa citada se conti- 
núa diciendo que la facultad de toda persona de denunciar o 
informar son todos instrumentos que permiten y facilitan la 
movilización de las fuerzas vivas del país en la lucha contra 
la corrupción y la adhesión voluntaria y activa de la ciudada- 
nía. En el artículo 9”, cuando se habla de la Comisión que es 
custodia de las denuncias, se dice que no se admitirán denun- 
cias anónimas, pero se mantendrá en reserva la identidad del 
denunciante. O sea que todos los uruguayos, cuando crean 
que existe un fundamento para denunciar, lo podrán hacer, 
manteniéndose -reitero- en reserva su identidad, a fin de pro- 
tegerlo. Esto, señor Presidente, es la clave de la lucha contra 
la corrupción. Aclaro que no estamos intentando crear una 
Ley Cristal para satisfacer a la ciudadanía con respecto al 
tema vinculado con las actividades de los políticos, ya que 
éste es un tema mínimo para el país. Aquí estamos aludiendo 
a la corrupción con respecto a la Administración Pública: 
policías, jueces, inspectores, funcionarios de Aduana, etcéte- 
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ra, es decir, la que tiene que ver con personas que ocupan 
cargos públicos que, en cierta medida, les dan poder o in- 
fluencias, o les permiten manejar dinero, lo que les da opor- 
tunidad de alcanzar un enriquecimiento ilícito, Los ciudada- 
nos tienen que participar en esa lucha. 


Este aspecto no sólo era defendido en el proyecto de ley 
venido de la Cámara de Representantes, sino también en el 
del Poder Ejecutivo, que tuvo a estudio este tema durante 
muchos meses y presentó un trabajo realizado por varias per- 
sonalidades. En concreto, en los fundamentos se hace refe- 
rencia a la legislación comparada -en este Cuerpo existen 
señores Senadores que así lo pueden atestiguar- mencionando 
la de otros países que tienen problemas de corrupción mucho 
más graves que el nuestro. 


Entonces, señalo a los miembros de la Cámara que no se 
trata de un capricho del señor Senador Korzeniak o de quien 
habla, sino que atacar o combatir la corrupción no es un 
problema fácil, por lo que se necesita de toda la actividad 
ciudadana. Por ese motivo, el proyecto del Poder Ejecutivo 
tiene, en sus fundamentos y sus Capítulos un espacio dedica- 
do a cómo se puede llevar a cabo el control social. 


Muchas gracias, señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Precisamente me iba a referir a 
ese tema que el señor Senador Michelini se adelantó a tratar, 
señalándolo como otro de los defectos, a mi juicio muy gra- 
ve, del proyecto de ley enviado por la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación. Justamente, este fue uno de los puntos 
donde se invocó -para el cambio- el derecho a la intimidad, 
que en este momento recuerdo con precisión. 


Por otro lado, el proyecto de ley que viene de la Cámara 
de Representantes establece que los jueces y el propio Tribu- 
nal de Cuentas pueden, de oficio, mediante un planteo, que- 
rer saber cuál es el patrimonio de la persona que ha hecho esa 
declaración, ya sea el Presidente de la República, un Minis- 
tro, un Diputado, un Senador, un Brigadier, un General, un 
Director de oficina que maneja fondos, un Jefe de Policía, 
etcétera. En una palabra, todos aquellos que estén compren- 
didos en el artículo que refiere a los sujetos que están obliga- 
dos a hacer la declaración. 


Asimismo, este proyecto establece que la denuncia puede 
provenir de particulares, es decir, del público, lo que en ge- 
neral se denomina control popular que, en este caso, estaría 
previsto en el artículo 7” del proyecto que viene de la Cámara 
de Representantes que establece: “El Tribunal de Cuentas 
será el responsable de la custodia” -se refiere a la custodia de 
las declaraciones- “y sólo procederá a su apertura:” y a conti- 
nuación enumera las distintas situaciones en las cuales se 
puede proceder a esa apertura. Una de esas situaciones que 
no está prevista en el proyecto aprobado por la mayoría de la 
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Comisión de la Cámara de Representantes, representa una 
diferencia muy importante en favor del enviado por dicha 
Cámara que, además, tiene la ventaja -lo repito por enésima 
vez- de que, si lo aprobamos, entra enseguida en vigencia. 
Me refiero al literal B) que establece: “En caso de denuncia, 
que podrá ser presentada por cualquier ciudadano”, respecto 
al cual se invocó el derecho a la intimidad, a efectos de 
excluir la posibilidad de que un ciudadano cualquiera pudiese 
presentar un planteo para que se abra el sobre donde está la 
declaración jurada. Personalmente, me parece que es muy 
importante que esto pueda realizarse. 


Por otro lado, se esgrimieron otros argumentos, algunos 
fácticos y otros jurídicos. Concretamente, se señaló que esto 
puede prestarse a que, por razones electorales, comiencen a 
hacerse pedidos al Tribunal de Cuentas con la intención de 
desacreditar gente. Incluso, hubo una sesión un poco tempes- 
tuosa -como decía “El Debate” hace muchos años- en la cual 
se argumentó de manera enfática en favor de esta posibilidad. 
Pienso que el control ciudadano es el mejor que puede existir 
en cualquier país, y no es demagogia, sino que lo sostienen 
todos los politólogos, inclusive los de orientación neoliberal. 


Precisamente, en esa sesión a la que acabo de aludir se 
dieron fundamentos importantes, de un lado y de otro, y 
desde mi punto de vista sacar esa posibilidad fue un error y 
desmejora considerablemente este proyecto de ley. ¿Por qué 
digo que es un error? Porque no es verdad que el proyecto 
venido de la Cámara de Representantes no haya previsto to- 
das las garantías para que no se produzca esa especie de 
aquelarre de denuncias; lo ha previsto y lo ha hecho muy 
bien, con mucha prudencia y sapiencia. Es más, se han esta- 
blecido siete garantías para que a pedido de un particular se 
abra ese sobre. En primer lugar, el artículo establece que la 
denuncia podrá ser presentada por cualquier ciudadano, bajo 
su responsabilidad. En consecuencia, la persona sabe que si 
pide la apertura y luego no aparece ninguna irregularidad, 
será responsable por ello. En segundo término, esta solicitud 
debe ser realizada por escrito -para que no quede ninguna 
duda- fundada y con firma letrada. Me consta que algunos 
cuentos sostienen que en el paraíso no hay abogados, pero en 
muchos países del mundo la firma letrada representa un nivel 
de garantías. Si bien me comprenden las generales de la ley, 
porque soy abogado -aunque no en ejercicio- ésta es la única 
profesión de rango constitucional porque entre las garantías 
está la defensa en el proceso penal. 


Posteriormente, aparecen garantías también en los artícu- 
los finales del proyecto de ley; tan así es que tuve la impre- 
sión de que existía la decisión de no leerlas. Si nos remitimos 
a los artículos 11 y 12 de esta iniciativa vemos que, precisa- 
mente, este último dice: “El Tribunal de Cuentas reglamenta- 
rá, por dos tercios de sus miembros, el proceso de apertura e 
investigación, asegurando las garantías del debido proceso y 
las reservas de la instrucción. La resolución definitiva deberá 
dictarse en un plazo no mayor de ciento veinte días”. Luego 
establece que si en el año electoral se formularan denuncias 
de este tipo que puedan tener propósitos espurios -no “espú- 
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reos” como en una oportunidad me lo señaló un Ministro con 
el propósito de marcarme una falta, cuando en realidad la 
había cometido é€l- habrá que fallar de inmediato, con una 
anticipación de, por lo menos, treinta días al acto elecciona- 
rio. Asimismo, el Tribunal de Cuentas no recibirá denuncias 
dentro de los sesenta días anteriores a dicho acto para que se 
abran sobres. En una palabra, este proyecto de ley establece 
una cantidad de garantías muy sabias y prudentes para aque- 
llos casos en que un particular recibe sobre determinada per- 
sona -de pronto un vecino- datos que indican que compró, 
por ejemplo, cuatro autos o veinte casas. ¿Cómo hace para 
saber si el patrimonio de esa persona se mantiene igual o se 
ha enriquecido? No se trata de casos comunes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita al señor Sena- 
dor Korzeniak que redondee su pensamiento a efectos de que 
podamos continuar con la sesión. 


SEÑOR KORZENIAK:. - Brevemente, señor Presidente. 


Si hoy aprobamos la iniciativa venida de la Cámara de 
Representantes, no estamos aprobando ningún proyecto con 
defectos importantes; estamos aprobando un muy buen pro- 
yecto de ley, que puede ser mejorado en el futuro a través de 
otros que se propongan. 


Por otro lado, si el Senado aprueba el proyecto de ley que 
vino de la mayoría de la Comisión, estamos aprobando algo 
que es peor que lo que envió la Cámara de Representantes, 
devolviendo el asunto a ésta, sin la menor seguridad de que 
lo apruebe con cierta celeridad; no hay seguridad al respecto 
porque existen dos o tres temas que son conflictivos. 


Finalmente, solicito -y ahora no se me puede plantear una 
intención ni demagógica ni machacona porque no somos sólo 
los de la izquierda los que hemos presentado esa idea- a la 
mayoría del Senado que si no aprueba el proyecto enviado 
por la Cámara de Representantes, por lo menos, apruebe aquel 
proyecto de resolución que presentamos, no sólo nosotros, 
sino también varios Legisladores de los dos lemas tradiciona- 
les, sosteniendo que mientras no se apruebe una ley, los Le- 
gisladores de este Senado quedan obligados a presentar una 
declaración de bienes del patrimonio. 


Muchas gracias, señor Presidente, pido excusas por haber- 


. me excedido en el tiempo. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Quisiera formular una pregunta a los 
señores miembros de la Comisión que presentan este artículo 
que acaba de ser distribuido, porque se trata de un elemento 
nuevo que se agrega al debate, sobre el que también debere- 
mos resolver. 
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Me pareció sentir que este artículo 3”, que se presenta con 
la firma de varios miembros de la Comisión de Constitución 
y Legislación, vendría a sustituir al artículo que figura con el 
mismo número en el proyecto venido de Comisión. En mi 
modesta opinión, implica una mejora pero, a su vez, hay 
diferencias en cuanto a los sujetos pasivos. En el proyecto 
venido de Comisión, aparte de cónyuges y descendientes, se 
habla de colaterales hasta tercer grado y de socios de los 
funcionarios enumerados, mientras que en el artículo sustitu- 
tivo, a mi entender, se mejora la legistación en lo concer- 
niente a los cónyuges y a los descendientes, pero no se men- 
ciona a los colaterales hasta el tercer grado ni a los socios de 
los funcionarios enumerados, 


Concretamente, quisiera saber si este artículo sustituye 
completamente al anterior o, simplemente, lo mejora comple- 
mentándolo y si es posible armonizar ambos textos, es decir, 
el venido de la Comisión y el que ahora proponen sus inte- 
grantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia consideró que, a 
los efectos de la discusión, era importante conocer la volun- 
tad de la mayoría de los miembros de la Comisión en cuanto 
a la sustitución de este artículo, y por ello se realizó el Re- 
partido correspondiente. Igualmente, parece importante que 
el señor Miembro Informante explique brevemente cuál fue 
el espíritu con el que se propuso esta sustitución. 


Al mismo tiempo, solicitamos a los señores Senadores no 
ingresar en este momento a la discusión, sino postergar inclu- 
so la votación de esta sustitución hasta el momento de ingre- 
sar en la discusión particular. 


Tiene la palabra el señor Miembro Informante. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: este sustitutivo 
del artículo 3% busca encontrar un punto intermedio entre la 
solución que en primera instancia adoptó la mayoría de la 
Comisión y una obligación sin ningún tipo de limitaciones en 
cuanto a las declaraciones del cónyuge del funcionario públi- 
co. No se prohíbe, en modo alguno, que se presenten las 
declaraciones juradas de los cónyuges de los funcionarios 
públicos; simplemente, se establece como una facultad cuan- 
do se reconoce -tal como se hace en este artículo sustitutivo- 
el derecho a la intimidad. 


Esta no es una creación del señor Senador Posadas Mon- 
tero ni de la mayoría de los miembros de la Comisión; inclu- 
sive, en el mismo sentido se expresó nada menos que un 
Catedrático de la Universidad “Dámaso Antonio Larrañaga” 
en un informe que consta en los antecedentes de este proyec- 
to de ley sustitutivo. Me parece que de esta manera la inicia- 
tiva se compadece mucho mejor con los textos constituciona- 
les. 


Adelanto que en su momento haré referencia a alguna de 
las objeciones que ha hecho el señor Senador Korzeniak. 
Seguramente, el señor Senador Posadas Montero, que hará 
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uso de la palabra a continuación, tratará este tema, porque así 
me lo ha indicado previamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Posadas Montero. 

SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: como 
todos sabemos, este es un tema sobre el cual se ha hecho 
mucho ruido por distintas motivaciones, en su mayoría políti- 
cas, por todos conocidas. 5e trata de un asunto que se presta 
para sacar ventajas, generar temores o procurar perfiles pero, 
en definitiva, la resultante de todo eso provoca un contexto 
distorsivo para el análisis de un texto legal. Distorsión que 
creo también proviene, en cierta medida, del manejo de algu- 
nas premisas básicas equivocadas, que quizás no se mencio- 
nan expresamente pero que, como se decía hace algunos años, 
sobrevuelan o subyacen en todo esto. Me refiero a premisas 
tales como que la función pública es un privilegio, que quien 
accede a ella automáticamente está bajo sospecha y, además, 
es un tipo de persona rara, a la que se le invierte la carga de 
la prueba y debe necesariamente probar que es honesta, a 
diferencia de lo que sucede con todos los otros seres huma- 
nos en el planeta. 


Dentro de este ambiente que se ha creado también hay 
una distorsión relativa específicamente a lo que un proyecto 
de ley o un texto legislativo de estas características puede 
producir, No estamos viviendo en una suerte de cueva de 
piratas -que, por otro lado, significaría un juicio, ya no hacia 
determinados actores más o menos vinculados al sector pú- 
blico, sino al país en su conjunto, porque no existe corrup- 
ción de un solo lado- ni tampoco se puede decir que una ley 
como la que estamos analizando -la venida de la Cámara de 
Representantes, la vigente o tantos otros proyectos de ley que 
se han presentado a lo largo de los años- genera virtudes o 
impide caer en el pecado “per se”, utilizando términos teoló- 
gicos. 


En definitiva, vale la pena analizar qué es lo que se puede 
pretender de una Ley Cristal, cualquiera fuera ella, Obvia- 
mente, lo primero es emitir un gesto político que, como todos 
sabemos, es lo que más se busca y lo que menos se dice, Se 
ha mencionado que lo que se busca es un mecanismo disuasi- 
vo, y cabría preguntarse para qué. Personalmente, no creo 
que ésta sea una forma de mayor efectividad disuasiva para 
prevenir o evitar delitos. Es más; como sucede tantas veces 
en estos casos, probablemente este tipo de mecanismo sirva 
como instrumento que facilite o que coloque a una persona 
que realmente quiera delinquir en posición de hacerlo. Esto 
puede servir mucho más como instrumento para ello que como 
el supuesto disuasivo a delinquir que se pretende. Segura- 
mente sí será un elemento disuasivo en cuanto a aumentar los 
que ya existen para que la gente acepte sacrificarse e ingresar 
a la función pública. Este será un ingrediente más en un 
proceso ya muy difícil, casi de selección inversa, y en ese 
sentido tendrá consecuencias muy negativas para el país, ma- 
yores de las que ya existen. 
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Por último, se podrá pretender que esto sirva como un 
elemento de indicio probatorio en determinados casos. Si así 
fuera, lo menos que se debe pretender es que se trate de un 
elemento jurídico equilibrado. 


Estas no son normas fáciles, no sólo por el clima a que 
nos referíamos, sino también porque tienen que tocar valores 
de suma importancia, entre los que se debe tratar de preser- 
var un equilibrio racional. Por un lado, se debe intentar ayu- 
dar a lograr la cristalinidad -a otra cosa no se puede aspirar- 
y, por otro, cuidar valores, como el honor de las personas 
-que es uno de los derechos esenciales del ser humano- y el 
prestigio de las instituciones. No voy a citar ejemplos aquí, 
pero creo que todos fácilmente tenemos presente cómo se 
vulneran unos y otros derechos a través de un mal uso o de la 
ausencia de normas jurídicas. 


Repito que estamos ante normas difíciles, que deben cui- 
dar esas dos caras del problema y equilibrar los derechos en 
juego, porque son tan importantes unos como otros. No son 
más importantes los derechos llamados sociales que los deno- 
minados individuales, 


Aquí se ha insistido machaconamente sobre el proyecto 
venido de la Cámara de Representantes, la conveniencia de 
su aprobación y la comparación con el proyecto venido de la 
Comisión. Muy rápidamente me voy a referir al proyecto 
aprobado por la Cámara de Representantes y a los motivos 
por los cuales no tuvo acogida en la Comisión por parte de la 
mayoría de los señores Senadores que la integran. 


Este proyecto no sólo contiene sino que se basa en algu- 
nas violaciones de la Constitución de corte netamente totali- 
tario. Con esto no quiero emitir un juicio sobre los señores 
Diputados pero, repito, el proyecto venido de la Cámara de 
Representantes es violatorio de la Constitución y de corte 
esencialmente totalitario. A continuación voy a explicar por 
qué hago estas afirmaciones. Uno de los motivos consiste en 
el hecho de ser violatorio de un derecho elemental inherente 
a la personalidad humana, como es el derecho a la intimidad. 
El señor Senador Korzeniak señalaba que la Constitución no 
lo nombra. Efectivamente, en el texto de la Carta no está con 
ese nombre, pero está incluido y no existen representantes de 
la doctrina en el Uruguay que hayan sostenido lo contrario. 
Está contenido en el texto constitucional y, al mismo tiempo, 
en una serie de normas de corte internacional, desde la Carta 
de las Naciones Unidas hasta el Pacto de Costa Rica, de los 
cuales nuestro país es parte. Por lo tanto, no cabe la menor 
duda de que la intimidad es uno de los derechos inherentes a 
la persona humana. 


Frente a la pregunta de cómo viola el proyecto de la 
Cámara de Representantes este derecho inherente a la perso- 
na, quiero señalar que para entender la dimensión y la grave- 
dad de esta violación, hay que conocer lo que podríamos 
lNarmar el cerno del proyecto de la Cámara de Representan- 
tes. 
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Lo que hace éste, a través del juego de distintas normas, 
es pretender obligar a miles de ciudadanos que en su mayoría 
ni siquiera son funcionarios públicos, a la divulgación de su 
situación económica en cualquier momento. Además, los so- 
mete -en algunos casos ante una mera denuncia- a la sospe- 
cha pública y a todo un mecanismo de intervención en su 
vida privada y a la incautación de documentos -incluso, re- 
gistros y demás- a cargo de un organismo como es el Tribu- 
nal de Cuentas. Es decir que todo el contexto -ya no sólo la 
existencia de una declaración jurada, sino todo el mecanismo 
que existe para su apertura, su divulgación y las facultades 
que el proyecto de la Cámara de Representantes le otorgaría 
al Tribunal de Cuentas- es claramente violatorio de derechos 
elementales del ser humano. Reitero que su aplicabilidad se 
extendería no sólo a funcionarios públicos, sino también a 
miles de otras personas que no lo son, es decir que se trata de 
una invasión a la privacidad de miles de ciudadanos urugua- 
yos. 


Este es el cerno del proyecto de la Cámara de Represen- 
tantes y, si se quiere, la violación más gruesa a la Constitu- 
ción y a los derechos fundamentales que contiene; pero no 
son los únicos defectos que presenta esta iniciativa. 


El señor Senador Korzeniak decía que el derecho a la 
intimidad es meramente un tema jurídico. Si bien no voy a 
discrepar, haré una puntualización básica sobre esto y me 
permitiré señalar que, por supuesto, se trata de un tema jurí- 
dico porque está en la esencia del ser humano y de la socie- 
dad. Lo jurídico no equivale a una construcción artificiosa, 
en el vacío, sino que responde a una realidad esencial de ser 
humano y de la comunidad, y es ahf, precisamente, donde 
radica el tema de fondo: el de los valores, que no se puede 
invadir o pisotear sin límites. 


Quiero también referirme a un tema, si se quiere, más 
fáctico que filosófico o jurídico y es que ese cerno del pro- 
yecto de la Cámara de Representantes, además de ser violato- 
rio de la Constitución, sería imposible de aplicar, porque lo 
que pretende es que el funcionario, además de declarar sus 
propios bienes e ingresos, se vea obligado a hacer lo mismo 
con los de terceros, aspectos que escapa, probablemente, a su 
conocimiento y voluntad. Digo esto porque, quizás, no le den 
la información o no permitan su divulgación por lo que, repi- 
to, sería imposible de aplicar. 


Por otro lado, imaginemos qué sucedería si por ejemplo el 
día de mañana es electo Presidente de la República alguien 
que tiene acciones en una sociedad anónima que cuenta con 
cincuenta o sesenta socios y que para cumplir con este pro- 
yecto -si estuviera sancionada la ley- pide información para 
incluirla en la declaración jurada. Puede ocurrir que, con 
todo derecho, los demás socios le respondan que no le van a 
dar esa información y que el hecho de ser Presidente de la 
República es su problema. Entonces, me pregunto qué se 
haría en ese caso. ¿Se destituye a esa persona que pocos días 
antes fue electa Presidente de la República? Es absolutamen- 
te descabellado. 
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Este no es el único error de la Cámara de Representantes, 
sino que contiene otros de índole jurídico y fáctico, alguno 
de los cuales son también violatorios de la Constitución y los 
voy a enumerar rápidamente. 


Como dije anteriormente, este proyecto violaría directa- 
inente la Constitución al pretender dar al Tribunal de Cuentas 
una serie de competencias que no están incluidas en la Carta 
y que son privativas del Poder Judicial. Aquí discutimos hace 
algunos meses el contenido del artículo 233 de la Constitu- 
ción, que es el que marca el corazón de la actividad jurisdic- 
cional en el país y se lo otorga al Poder Judicial. Le concede- 
ría competencias al Tribunal de Cuentas -que, reitero, son de 
naturaleza jurisdiccional- que es un órgano que no tiene ab- 
solutamente nada que ver con esa materia. 


Frente a eso se ha dicho que por el artículo 210 de la 
Constitución, el Tribunal de Cuentas puede recibir otras fun- 
ciones -palabra específicamente utilizada en el artículo 210 
de la Carta- por lo que se infiere que sería un Organismo de 
tipo abierto. Esto, parcialmente, es cierto, porque la Constitu- 
ción permite que la ley otorgue nuevas funciones al Tribunal 
de Cuentas y por esa razón se dice que sus competencias son 
de tipo abierto. No obstante, no se puede inferir que el Legis- 
lador esté facultado por la Carta para otorgarle a este Orga- 
nismo cualquier competencia. Sería absurdo que en el día de 
mañana promulgáramos una ley otorgando facultades al Tri- 
bunal de Cuentas en materia de salud pública, seguridad o 
defensa. Estos son ejemplos que a todos nos parecen obvios; 
tan obvio es como el hecho de pretender darle a esa Institu- 
ción facultades jurisdiccionales que la Constitución claramente 
ubica en otro lugar. Es decir que aquí existe otra gruesa 
violación de la Constitución, que no es solamente un tema 
teórico-jurídico, sino que tiene consecuencias. 


A modo de aclaración, me voy a permitir leer el artícu- 
lo 8” del proyecto de la Cámara de Representantes -que, 
quizás, muchos señores Senadores no to tengan presente- para 
ver qué tipo de poderes pretende otorgar a un Organismo 
como el Tribunal de Cuentas. 


En el artículo 8*, se dice “A los efectos de lo dispuesto en 
la presente ley, el Tribunal de Cuentas dispondrá de las más 
amplias facultades de investigación y fiscalización”; y, por si 
fuera poco, agrega “especialmente podrá:”. Seguidamente, se 
detallan cinco literales. 


El literal A) da poder a ese Organismo para “exigir a los 
sujetos comprendidos en la presente ley” -que, como dije, 
son varios miles- “y a quienes contraten con ellos” -que de- 
ben ser otros cientos de miles- “o pretendan contratar con el 
Estado” -es decir, toda aquella persona física o jurídica que 
contrate o pretenda hacerlo con el Estado- “por sí o por 
interpósita persona, o a quienes intermedien en dicha contra- 
tación” -de manera que basta con que la población entera del 
Uruguay pase por un peaje de la Ruta Interbalnearia, más 
todos aquellos que quieran hacer algo con nuestro Estado van 
a estar comprendidos por esta disposición; una de las conse- 
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cuencias inmediatas será que cada vez menos gente desee 
contratar con el Estado uruguayo- “la exhibición de los li- 
bros, documentos, correspondencia comercial, archivos, ban- 
cos de datos informáticos, magnéticos o similares, y requerir 
su comparecencia ante el Tribunal de Cuentas para propor- 
cionar informaciones”. ? 


De manera que viene a actuar como una especie de Tribu- 
nal de Inquisición por lo que, por ejemplo, quien vaya a 
comprar Bonos del Tesoro -en cuyo caso está contratando 
con el Estado- estará sometido a esta disposición. Asimismo, 
a una empresa internacional que vaya a participar en una 
licitación con el Estado uruguayo, le dirán que lea la Ley 
Cristal para que sepa en lo que se va a involucrar. 


Sin embargo, va más allá de eso, pues el literal B) da 
facultades al Tribunal de Cuentas para “intervenir los docu- 
mentos inspeccionados y tomar medidas de seguridad para su 
conservación”; es decir que, además de eso, se los quita. 


En el literal C), se expresa: “Incautarse de dichos libros y 
documentos cuando la gravedad del caso lo requiera y hasta 
por un lapso de seis días hábiles; la medida será debidamente 
documentada y sólo podrá prorrogarse por los órganos juris- 
diccionales competentes”; quiere decir que el atropello por 
seis días no sera de rango jurisdiccional, pero si es de siete 
días o más hará necesaria la intervención del Poder Judicial. 


Las facultades que se otorgan al Tribunal de Cuentas se 
extenderían aún más, ya que en el literal D), se dice: “Practi- 
car inspecciones en bienes muebles o inmuebles detentados u 
ocupados, a cualquier título, por los citados sujetos”. Como 
dije hace un momento, “los citados sujetos” es todo el uni- 
verso; quiere decir que el Tribunal de Cuentas puede inspec- 
cionar hasta su domicilio. 


Existen otras locuras menores a las que no voy a hacer 
referencia porque no quiero aburrir al Cuerpo. 


Es notorio que ese tipo de actividades constituye una in- 
vasión totalitaria en la vida de los ciudadanos. Además, si 
algo de eso fuera necesario, sólo puede ser ejercido por el 
Poder Judicial. Es delirante pretender que un organismo como 
el Tribunal de Cuentas, que jamás ha tenido nada que ver con 
actividades de este tipo, pueda disponer de esas potestades. 
Reitero que eso es absolutamente delirante. 


De todas maneras, no paran ahí los defectos del proyecto 
de ley aprobado por la Cámara de Representantes, que expli- 
can por qué no tuvo mucho calor a nivel de la Comisión del 
Senado. Anteriormente se mencionó que dicha iniciativa traía 
la extensión de la obligación al concubinato “more uxorio”, 
lo que constituye un disparate jurídico, pues eso no tiene 
absolutamente nada que ver con posibles sociedades de bie- 
nes entre parejas. 


El proyecto de ley aprobado en la Cámara de Represen- 
tantes tiene una redacción incoherente -empleo este término 
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para no calificarlo muy groseramente- en cuanto al contenido 
de la obligación de declarar. A continuación, voy a leer algu- 
nos de sus pasajes, referidos al campo material al que se le 
aplicarían las obligaciones. Está redactado -reitero- de una 
manera que, desde el punto de vista jurídico y del sentido 
común, es incoherente. 


En su artículo 1” se señala que el Presidente y el Vicepre- 
sidente de la República y otra serie de personalidades, “debe- 
rán formular una declaración jurada de patrimonio, ingresos, 
bienes de uso en forma habitual”. Esto último abarca desde la 
ropa interior en adelante. Podría detenerse en este punto, 
pero agrega “o a cualquier título”. En este caso, quizá, habría 
que saber un poco de Derecho, pero un estudiante de Intro- 
ducción al Derecho sabe que el uso, sea en forma habitual o 
discontinua, no es un título. Esto es totalmente incongruente 
y, por supuesto, de aplicación imposible, 


Debemos señalar que incoherencia de este tipo y en ma- 
yor número se repiten luego en el artículo 3” del proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes, que es el que 
contiene la mención al concubinato “more uxorio”. En él se 
dice: “Dicha declaración jurada contendrá una relación preci- 
sa y circunstanciada del patrimonio propio del declarante, el 
de su cónyuge o de quien mantenga con él relación de concu- 
binato “more uxorio”, el de la sociedad conyugal que integra, 
el de las personas sometidas a su patria potestad, tutela o 
curatela” -y acá es donde comienza a ponerse bueno- “del 
patrimonio que posea en sociedades personales con o sin 
personalidad jurídica, en sociedades de responsabilidad limi- 
tada, anónimas o en comandita por acciones, en las que posea 
acciones” -es decir que si uno va a la Bolsa y compra accio- 
nes de la Fábrica Nacional del Papel, tiene que presentar en 
su declaración jurada el patrimonio de dicha fábrica y sus 
variaciones correspondientes- “o en las que desempeñe cargo 
de Director o Gerente, sea nacionales o extranjeras” -o sea 
que si una persona es funcionaria de una empresa, le puede 
exigir a ésta que desvista su situación económica; de lo con- 
trario, va a quedar sometida quién sabe a qué, pues el proyec- 
to de ley tampoco dice si es a desinvestidura, por ejemplo- “y 
de los bienes de que dispongan el uso, a cualquier título, y de 
los ingresos del declarante y su cónyuge”. 


En esta última parte del artículo -en el que se vuelve a las 
fórmulas jurídicas originales- se plantea un tema que es de 
aplicación, en muchos casos, imposible. Por ejemplo, un pro- 
fesional liberal no tiene la mínima idea de cuáles van a ser 
sus ingresos; no puede hacer una declaración jurada de cuán- 
to va a ganar de ahf en más, y lo mismo puede ocurrir en 
otros tantos casos. 


En el inciso segundo del artículo 3”, se establece: “En su 
caso, dicha declaración jurada deberá ser suscrita por el cón- 
yuge o concubino “more uxorio”, en lo referente a los ingre- 
sos y bienes de su pertenencia”. Quiere decir que ya no sólo 
obliga a ciudadanos en situación estatutaria, como son los 
funcionarios públicos, sino que invade otras esferas. 
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En el inciso tercero de dicho artículo, se señala: “Se espe- 
cificará el título y fecha de la última procedencia dominial de 
cada uno de los bienes en propiedad” -hay que tener presente 
que hay una cantidad de bienes que no tienen título ni proce- 
dencia dominial, pero es peor aún lo que se indica más ade- 
lañte- “alquiler o uso” -en este caso no hay procedencia do- 
miníial ni título- “monto y lugar de depósitos de dinero y 
otros valores en el país o en el exterior”. 


En el último inciso, se dice: “Se incluirá, asimismo, ren- 
tas, sueldos, salarios o beneficios que se continúen percibien- 
do”. Deseo saber si alguien me puede explicar qué quiere 
decir esto, cómo hace una persona para declarar bajo jura- 
mento las rentas o beneficios que continúa percibiendo. Nue- 
vamente, cito el caso de un profesional liberal, que no tiene 
la menor idea de lo que va a percibir; ni siquiera un rentista 
sabe lo que le va a dar su capital en el futuro. 


Finalmente, debo decir que en este capítulo las incoheren- 
cias del proyecto de ley -reitero que no los quiero aburrir- 
abarcan también el tema del listado de los sujetos pasivos 
cubiertos. Al respecto, es señor Senador Korzeniak mencio- 
naba con habilidad algunos casos, como por ejemplo el del 
Rector de la Universidad. Sin embargo, el listado de dichos 
sujetos que figura en el proyecto de ley de la Cámara de 
Representantes, amén de que no es tan omnicomprensivo como 
el de la Comisión del Senado, tiene, nuevamente, una serie 
de incoherencias. 


Por ejemplo, el literal E) impone la obligación a una serie 
de funcionarios de la Dirección General Impositiva, pero no 
incluye a los del Banco de Previsión Social. Figuran algunos 
de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas, 
pero no los de Dirección Nacional de Casinos, que tanto a 
nivel municipal como nacional, más de una vez han demos- 
trado gran imaginación. No están los de la Dirección Nacio- 
nal de Loterías y Quinielas; sí los interventores nombrados 
por el Poder Ejecutivo, aunque no los del Poder Judicial; 
están algunos integrantes de Comisiones Mixtas, y otros no. 
Hasta en ese aspecto el proyecto de la Cámara de Represen- 
tantes está plagado de errores. 


SEÑOR MICHELINI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: a la hora de 
las inconstitucionalidades, de la prolijidad en los proyectos 
y de las señales a dar, sería bueno saber si para el señor 
Senador Posadas Montero, el hecho de que en el proyecto 
que él votó en la Comisión se integre a los electos hoy y se 
les pida la declaración jurada, es constitucional o no. Sería 
bueno saberlo. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - La pregunta que hace 
el señor Senador Michelini no es porque no sepa la respuesta. 
La hace, precisamente, porque este es un tema que se conver- 
só en la Comisión, en donde di opinión. Dije que tenía serias 
dudas sobre la constitucionalidad de imponer este tipo de 
obligaciones a ciudadanos que hubieran sido electos previa- 
mente a la existencia de ese estatuto. Presumo que el paso 
siguiente va a ser sostener que si yo estoy dispuesto a votar 
esto que me merece dudas de inconstitucionalidad, por qué 
no estoy dispuesto a votar el proyecto de la Cámara de Re- 
presentantes. Sin embargo, hay mucha diferencia entre un 
caso y otro. Lo que menciona a sabiendas el señor Senador 
Michelini acerca de dudas de insconstitucionalidad que me 
merece, no reviste ni pálidamente el grado de daño que revis- 
ten las inconstitucionalidades del proyecto de la Cámara de 
Representantes a que yo hice referencia; daño en sí y daño 
como peligrosísimo precedente. 


Una vez que se empiezan a admitir este tipo de invasiones 
en los derechos de las personas como las que trae el proyecto 
de la Cámara de Representantes, eso después es muy difícil 
de acotar. Ahí no hay virginidad a medias; una vez que se 
pierde, se perdió. La diferencia es sustancial. Ahora, si el 
señor Senador Michelini tuviera efectivamente la inquietud 
jurídica en cuanto a los ya electos, si quiere proponer una 
modificación al texto del proyecto venido de Comisión, con 
mucho gusto lo escucharía. 


SEÑOR HEBER. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER. - Formulo moción para que se prorro- 
gue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presen- 
tada. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Muchas gracias, señor 
Presidente. 


Dí un pantallazo -se podría hablar mucho más- de los 
graves defectos que, a juicio de ta mayoría de la Comisión, 
contiene el proyecto venido de la Cámara de Representantes. 
No se trata, solamente, de un proyecto inútil; el tema es que 
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es peor que eso: es un proyecto que tiene aspectos de conte- 
nido negativo muy graves, con potenciales efectos peligro- 
sos. Eso lo reconoce, además, el propio proyecto. 


Aquí, con la habilidad que lo caracteriza, el señor Sena- 
dor Korzeniak mencionó los artículos 11 y 12 -actaro que se 
equivocó, porque el artículo 11 no tiene nada que ver- aludió 
al artículo 12 estableciendo que contenía garantías, cuando 
hablaba del control ciudadano y de la posibilidad de denun- 
ciar temas, a lo cual me voy a referir más adelante. El artícu- 
lo 12 del proyecto, lejos de ser una garantía -porque no con- 
tiene ningún mecanismo de garantía- es el reconocimiento de 
la peligrosidad de todo el proyecto. Es el reconocimiento de 
que el proyecto fácilmente se tornaría en un instrumento 
-esto no es novedad en ningún país- para una guerra o guerri- 
lla, sea en el campo político, que es en el que lo hemos visto 
con mayor frecuencia, o en otros. Lo que el artículo 12 hace 
no es otorgar garantías de nada, sino suspender la “temporada 
de caza al pichón” 60 días antes de las elecciones. Eso no es 
una garantía; es reconocer que el mecanismo se puede utili- 
zar perversamente. Por garantía, se entienden otras cosas. 
Con ese criterio, se podría decir que 60 días antes, la gente 
podría largarse a delinquir porque las denuncias están blo- 
queadas. Eso no es un mecanismo de garantía. Pretende ir al 
encuentro de la obvia crítica de que el proyecto venido de la 
Cámara de Representantes no sólo no sirve como disuasivo 
para delinquir, sino que es un arma peligrosísima para violar 
derechos de determinados ciudadanos. 


Dicho sea de paso, el plazo de gracia de esos 60 días es 
otro absurdo, porque lo que sucedería en este caso es que van 
llover las denuncias hasta setiembre del año electoral, Es 
completamente inocuo. 


Por todos esos motivos, la mayoría de la Comisión resol- 
vió no acompañar el proyecto venido de la Cámara de Repre- 
sentantes y, en función de eso y en una conversación infor- 
mal tenida en la Comisión, fue que yo consulté previamente 
-casualmente en ese momento estaba el señor Senador La- 
guarda en la Comisión- y dije que si había voluntad para 
avanzar en este tema, me ponía a trabajar, a hacer algo que 
me pareciera coherente. Hubo acuerdo en ello, y observo que 
me asiente el señor Senador Laguarda. El señor Senador Mi- 
chelini también estaba presente. En función de eso fue que 
me puse a trabajar. El señor Senador Santoro también trabajó 
mucho en esa materia. Sobre esa base, la mayoría de la Co- 
misión después fue estructurando el proyecto que viene al 
Plenario que, a juicio de quien habla, es por lo menos útil 
hasta donde puede llegar este tipo de proyectos. Reitero que 
éstos no son proyectos que generan virtud o evitan pecados. 
Hasta donde estos proyectos pueden llegar, es útil, y no tiene 
vicios de inconstitucionalidad, más allá de la duda de ese 
tema específico que levantaba el señor Senador Michelini, Es 
un proyecto que carece de errores jurídicos. 


Me voy a volver a referir ahora a la exposición del señor 
Senador Korzeniak cuando hace la crítica al proyecto veni- 
do de Comisión. Básicamente, se refiere a tres puntos. En 
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primer lugar, admite que fue corregido lo referente al 
artículo 3”. 


Voy a hacer un pequeño aparte aquí. El artículo 3” origi- 
nal del proyecto venido de Comisión, fue criticado porque se 
decía que dejaba abiertas las puertas para que de esa manera 
se pudiera eludir la cristalinidad que se pretende con el pro- 
yecto. Señalo que el proyecto venido de la Cámara de Repre- 
sentantes también dejaba abiertas puertas. Para empezar, no 
comprendía ni a los ascendientes ni a los descendientes ma- 
yores, ni a los colaterales. O sea que, puertas por puertas, 
había tanto en uno como en otro. Además, siempre las va a 
haber. Cualquiera sea el texto que se elija, siempre va a 
haber, para quien quiera eludir este tipo de mecanismos, for- 
mas de hacerlo. Así ha sido desde que el mundo es mundo. 
Eso con relación a la primera crítica, de las apreciaciones 
concretas que el señor Senador Korzeniak hizo al proyecto 
venido de la Comisión. 


La segunda era que no incluía en estos ingresos los suel- 
dos públicos, cosa que me parece inútil y algo secundario, 
porque eso es, justamente, lo único que se sabe. Lo único que 
es público y de lo que se obtiene información rápidamente, 
es cuánto gana una persona, cuál es su sueldo público, porque 
nadie lo va a esconder. Yo no tendría inconveniente en que 
se ponga, aunque me parece que es un tema muy menor en 
esta materia. 


La tercera, sobre la cual se extendió mucho el señor Sena- 
dor Korzeniak, es que el proyecto de la Cámara de Represen- 
tantes tendría como virtud el permitir las denuncias de parti- 
culares, y por oposición, el venido de la Comisión, no lo 
tendría. Señalo que no es así. La diferencia no está en que el 
proyecto venido de Comisión impida las denuncias de parti- 
culares y que el de la Cámara de Representantes las permitie- 
ra. 


El texto de la Comisión permite perfectamente las denun- 
cias; la diferencia radica en la forma en que ambos proyectos 
de ley tratan el tema. El que viene de la Comisión lo conside- 
ra desde el punto de vista del ordenamiento jurídico del Uru- 
guay y su tradición desde que fue constituido como país, por 
lo que entiende que las denuncias deben hacerse ante el Po- 
der Judicial. El texto aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes carece de ese tipo de garantías, aspecto que tornaría 
este proyecto de ley -tal como lo mencioné- en algo distinto 


a lo que se pretende buscar, es decir, en un instrumento 


destinado a la actividad política, en el peor sentido del térmi- 
no. 


Estos son los únicos defectos que apuntaba el señor Sena- 
dor Korzeniak en su crítica. Según sus propias palabras, el 
primero se encuentra corregido, el segundo me parece perfec- 
tamente mejorable y el tercero es uno de los elementos en 
que el proyecto de ley de la Comisión trae una mejora sus- 
tancial respecto a la iniciativa venida de la Cámara de Repre- 
sentantes. 
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Uno de los aspectos señalados en relación con el proyecto 
de ley de la Cámara de Representantes es el de la denuncia al 
voleo y otro el de la del jerarca respecto a sus subordinados; 
se trata de dos elementos que configuran el carácter totalita- 
rio a que hice referencia al comienzo de mi exposición. Estos 
mecanismos se incluyen dentro de todo este sistema maquia- 
vélico en donde se otorgan facultades a un Organismo que no 
tiene nada que ver, como es el Tribunal de Cuentas. 


Reitero que el proyecto de ley venido de la Comisión es 
útil, no contiene errores jurídicos, es equilibrado -como lo 
mencionaba al principio- porque balancea derechos y debe- 
res, transparencia por un lado con honor de las personas por 
otro, así como el prestigio de las instituciones. Además, tiene 
soluciones filosófica y técnicamente muy superiores al de la 
Cámara de Representantes que se reflejan en aspectos como 
la intervención del Poder Judicial, versus el juego libre que 
incorpora el proyecto de ley de la Cámara de Representantes 
y también, por ejemplo, en lo que tiene que ver con el conte- 
nido de las declaraciones juradas y la lista de los sujetos 
pasivos. 


Por otra parte, esta iniciativa incluye otro elemento que es 
sumamente importante a la hora de tener presente todos los 
valores en juego. Me refiero a un artículo que apunta a esta- 
blecer un cierto equilibrio entre la transparencia, por la vía 
de la facultad de denunciar, y el honor de las personas cuan- 
do se prueba que la referida denuncia carece de fundamento. 
Creo que este aspecto significa una innovación muy impor- 
tante en nuestro Derecho. Si bien puede no ser perfecta, es la 
primera vez que una norma procuraría un equilibrio, hoy 
inexistente, destinado a proteger un derecho esencial de las 
personas, entre las cuales, obviamente, se incluyen aquellas 
que se dedican a la función pública. Se trata del derecho a la 
preservación y a la limpieza del buen nombre y la fama. En 
este sentido, entiendo que el proyecto de ley venido de la 
Comisión del Senado es infinitamente superior. 


Además, el texto contiene una norma que aquí no se ha 
mencionado. Si bien entiendo que no se trata del cerno del 
proyecto de ley, estoy seguro de que es una disposición muy 
positiva y lo compara favorablemente con la iniciativa de la 
Cámara de Representantes. Me refiero a la norma relativa a 
la contabilidad de los partidos políticos y las donaciones. 


Es cuanto quería señalar por el momento. 
SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: no soy inte- 
grante de la Comisión de Constitución y Legislación, pero he 
concurrido asiduamente a sus sesiones y he seguido con aten- 
ción -inclusive participando de acuerdo con lo que me permi- 
te mi capacidad- el desarrollo de la discusión y la elabora- 
ción de este proyecto de ley. 
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Mantengo con esta iniciativa enormes discrepancias y no 
la voy a acompañar porque, más allá de reconocer que el 
texto de la Cámara de Representantes es perfectible, creo que 
olvida el principal objetivo, es decir, que actúe como disuasi- 
vo o como elemento capaz de evitar la tentación de procurar 
un enriquecimiento ilícito a partir de la función pública. 


Yo creo, señor Presidente, que este proyecto de ley se ha 
tomado como algo vinculado a lo político y ese ha sido el 
primer error. Pretendo en este momento contar brevemente la 
historia de esta iniciativa, recordando que existen otros textos 
presentados por varios señores Senadores, entre ellos, Santo- 
ro y Pozzolo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pozzolo) 


-En el Hotel Victoria Plaza, el actual Presidente de la 
República, cuando todavía no había asumido funciones, pre- 
sentó en la Comisión de Seguridad Pública la solicitud de 
que se aprobara una Ley Cristal aplicable a los funcionarios 
policiales. En ese momento el Nuevo Espacio planteó que 
todos los funcionarios públicos que ocuparan cargos de rele- 
vancia o que por su jerarquía pudieran tener posibilidades de 
enriquecimiento ilícito deberían declarar su patrimonio. Aclaro 
que no existían problemas vinculados al tema político -ni a 
los gobernantes electos ni a los partidos políticos- el planteo 
solamente se refería a los funcionarios policiales. Nuestro 
Partido entendió que todos debfamos dar el ejemplo y no sólo 
la Policía, sobre la que se tenía la presunción de una eventual 
corrupción. 


A partir de esa instancia se presentó un proyecto de ley 
que fue discutido en la Cámara de Representantes y votado 
por unanimidad luego de una discusión en la que intervinie- 
ron quienes lo presentaban e informaban, entre los cuales 
quería tener ese honor el sector del señor Senador Posadas 
Montero. En realidad, fueron otros los que informaron el 
proyecto de ley, que fue votado por unanimidad, como dije, 
tal como vino de la Comisión. 


Posteriormente, la iniciativa llegó a la Cámara de Senado- 
res, que se tomó sus tiempos, entre otras cosas, porque el 
Poder Ejecutivo, informalmente -a través de señores Senado- 
res del mismo Partido- pidió a la Comisión tiempo, a la 
espera de un proyecto de ley anticorrupción, mucho más com- 
pleto -lo cual sucedió- que la propia Ley Cristal. 


Cuando el proyecto de ley fue enviado por el Poder Eje- 
cutivo advertimos que su articulación era muy parecida a la 
llamada Ley Cristal, aunque con la diferencia sustancial de 
que algunas de sus disposiciones no se encuentran en el texto 
porque se le dan potestades a una Comisión de Transparencia 
-y no al Tribunal de Cuentas- no sólo respecto a las declara- 
ciones juradas, sino también en cuanto a la lucha contra la 
corrupción. Pero esas mismas facultades de investigación que 
tiene el Tribunal de Cuentas -ya que aquí se ha dicho que son 
inconstitucionales- las tiene también, quizá no en forma tan 
detallada, la referida Comisión de Transparencia. 
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A continuación, voy a leer algunos párrafos de un proyec- 
to de ley respecto del cual el Poder Ejecutivo no sólo pidió 
tiempo al Senado, sino que lo tomó con mucho calor. 


Por ejemplo, el artículo 10, refiriéndose a las investiga- 
ciones de las denuncias presentadas por corrupción, dice que 
la investigación se desarrollará con todas las garantías del 
debido proceso y sus actuaciones serán reservadas hasta su 
conclusión. Quiere decir que la Comisión de Transparencia 
tiene potestades de investigación. Por su parte, el artículo [2 
dice que luego de finalizada la investigación, la Comisión 
podrá disponer el archivo de los antecedentes o su pase a la 
Justicia Penal. Obviamente, a la corrupción hay que investi- 
garla; después, sin duda, tiene un trámite y una denuncia ante 
la Justicia Penal. 


Reconozco al señor Senador Posadas Montero idoneidad 
en los temas jurídicos; sin duda, es una voz autorizada dentro 
del Senado en la materia; sin embargo, no puedo dejar de 
pensar que en el Parlamento también existen otras opiniones 
jurídicas de importancia. Pido disculpas al señor Senador Po- 
sadas Montero porque debo atenuar todas las referencias que 
hace al proyecto de ley venido de la Cámara de Representan- 
tes. Si bien dice que no hay que calificar, él mismo calificó 
no sólo al proyecto de ley en sí, sino a quienes lo han elabo- 
rado, y me remito a sus propias palabras. Pienso que una 
actitud similar habría que tener con respecto al proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo que es muy parecido, Entonces, en la 
Cámara de Representantes nadie sabe acerca de temas consti- 
tucionales, ni tampoco el propio Presidente de la República, 
que es un constitucionalista reconocido, ni el Consejo de 
Ministros. Nadie sabe del asunto porque, en base a lo que el 
señor Senador relató, el proyecto de Ley Cristal venido de la 
Cámara de Representantes es absolutamente inconstitucional 
y es un mamarracho. Si no lo dijo en esta instancia, lo habrá 
hecho en la Comisión o públicamente. No creo que el señor 
Senador Posadas Montero vaya a desautorizar lo que estoy 
diciendo, puesto que estoy seguro de que lo piensa debido a 
su permanente actitud. 


Creo, señor Presidente, que las cosas deben tener su justo 
término. El proyecto de ley venido de la Cámara de Repre- 
sentantes es perfectible, así como lo es el del Poder Ejecuti- 
vo. Seguramente, habrá alguna corrección, pero creo que aquí 
trabajaron personas valiosísimas y muy calificadas que no 
merecen tales agravios. En definitiva, el proyecto de ley que 
se está tratando es el que apoyó la mayoría de la Comisión. 
Cuando formulé la pregunta al señor Senador Posadas Mon- 
tero no lo hice en función de decir que vota esto que presun- 
tamente puede ser inconstitucional -me refiero al hecho de 
que los parlamentarios electos hoy no debieran hacer una 
declaración jurada- y francamente esperaba otra respuesta. 


El señor Senador en alguna oportunidad dijo que había 
que dar alguna señal. Como sé que el proyecto de ley le ha 
parecido inútil y que no es un demagogo, no entiendo por 
qué da una señal en la cual no cree. ¿Para qué lo hace si 
piensa que el proyecto de ley no sirve, que hay que mejorarlo 
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técnicamente en lo que se pueda, que es inútil crear estas 
normas y si, además, algunos a los que no se le debería pedir, 
igual se les pide porque hay que llenar la fórmula? Sincera- 
mente, señor Presidente, no estoy para llenar la fórmula. O 
creo en lo que estoy haciendo o no creo, aunque pueda equi- 
vocarme. 


Personalmente, considero que mucho de lo que la Ley 
Cristal perseguía aquí no está incluido. No me refiero sólo al 
proyecto de ley votado en la Cámara de Representantes, sino 
también al del propio Poder Ejecutivo, en el que hubo pala- 
bras del señor Presidente de la República sobre que en este 
terna iba a ir hasta el fondo. 


Dejo de lado la discusión y la presentación que hizo el 
señor Senador Posadas Montero con respecto al proyecto de 
Ley Cristal enviado por la Comisión, para preguntarme qué 
estamos buscando. Si lo que pretendemos es combatir la co- 
rrupción, demos una señal en serio. Si no es así, y lo que 
queremos es dar una señal para calmar la opinión pública el 
Nuevo Espacio no está de acuerdo. Votamos en contra los 
dos últimos plebiscitos, y así se lo manifestamos a la opinión 
pública. Por lo tanto, no vamos a buscar beneficios con una 
actitud demagógica diciéndole a la gente que vamos a com- 
batir algo, aunque no lo vayamos a hacer. No sólo debemos 
combatir la corrupción en lo que hace a la política, sino que 
estoy convencido de que necesitamos instrumentos vincula- 
dos a temas como la policía, el sistema judicial, la aduana y 
el inspectivo. Ahí radica una parte de la corrupción que hay 
en el país. Si el problema son los políticos, saquémoslos y 
hagamos algo en serio que abarque a toda la Administración 
Pública. Por ejemplo, a quienes son electos se les pide una 
declaración jurada y cuando no lo son, ya no se les exige. 
Realmente no entiendo esta posición, puesto que se trata de ir 
corroborando año a año -ahora se plantea cada tres lo que me 
parece un lapso demasiado prolongado- o cada dos años el 
patrimonio de quienes ejercemos cargos públicos. Entonces, 
una persona puede salir electa durante dos períodos y des- 
pués, como no se vuelve a presentar, no tiene obligación de 
hacer una declaración jurada? No creo que ese sea el objeti- 
vo, y me parece que es una diferencia sustancial. 


Existe otra diferencia que estimo sumamente trascendente 
y que tiene que ver con el tema de las denuncias. General- 
mente se dice que la denuncia corresponde a la justicia. ¿Qué 
significa que la denuncia corresponde a la justicia? ¿Hay que 
hacer una denuncia penal? ¿Hay que decir que alguien come- 
tió un delito, porque como ciudadano quiero saber qué patri- 
monio tiene una persona que está siendo pagada con los im- 
puestos? Tengo el derecho a preservar mi intimidad y, como 
ciudadano, también tengo el derecho a saber qué hacen los 
hombres a quienes les pago con mi dinero. Eso es elemental. 
Inclusive, el Poder Ejecutivo es mucho más osado y tiene 
más coraje en el proyecto de ley que envió que el que tuvo la 
Cámara de Representantes y que el Nuevo Espacio no se 
animó a proponer. No sólo dice que no deben ser anónimas 
las denuncias -nosotros estamos de acuerdo- sino que se va a 
preservar la identidad del denunciante. Nosotros pensábamos 
que no debían ser anónimas, aunque el denunciante debía dar 
la cara. Acá se plantea preservar la identidad ante la Comi- 
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sión de Transparencia. El hecho de preservar la identidad 
representa un estímulo para que la persona haga la denuncia 
correspondiente ante la Comisión sin tener que articular una 
denuncia penal; luego la Comisión investigaría. 


* Confieso que a esta altura votaría el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo; y me gustaría que los integrantes del Parti- 
do Colorado lo defendieran porque es una buena iniciativa. 
En la intención de la Comisión de separar un capítulo y 
aprobarlo como Ley Cristal, no sólo no se aprueba el resto 
del proyecto de ley, sino tampoco dicha ley. El objetivo claro 
es saber si quienes ejercen cargos públicos actúan enrique- 
ciéndose. Por ejemplo, el señor Ministro del Interior no pue- 
de saber qué está haciendo un integrante de la Brigada de 
Narcóticos; como nosotros estamos preocupados por el siste- 
ma político, no sabemos qué esta ocurriendo en dicha Briga- 
da o en la Aduana. En el proyecto de ley de la Cámara de 
Representantes figura un artículo mediante el cual el jerarca 
correspondiente, sea de un organismo colectivo o individual, 
con razones fundadas, puede pedir la apertura. El que evalúa 
es el propio Tribunal de Cuentas, de manera que la situación 
no queda librada a la voluntad del jerarca; su actitud debe 
estar fundada. 


Parece que para este Senado de la República no valen los 
votos de la Cámara de Representantes -por más que existan 
correcciones al proyecto de ley- ni la voluntad del Poder 
Ejecutivo. Los jerarcas no tienen ningún organismo de refe- 
rencia al que le puedan decir, por ejemplo, que están a cargo 
de una brigada que actúa en permanente contacto con un 
delito que maneja muchos millones de dólares y no pueden 
hacer nada. Sinceramente, creo que se sigue pensando en el 
sistema político y parece que tuviéramos algo que esconder 
cuando, en realidad, estamos pensando en una situación de 
Estado que comprende al conjunto de los sectores que inte- 
gran la Administración Pública. Este aspecto me parece cen- 
tral y refiere, por ejemplo, a la Policía, la Justicia, la Aduana, 
las Intendencias, etcétera. Por supuesto que los integrantes 
del sistema político tenemos que dar el ejemplo, pero no 
somos el tema central que, reitero, involucra a toda la Adimi- 
nistración. 


Se ha criticado que se le dan amplias facultades al Tribu- 
nal de Cuentas señalando que esto es inconstitucional porque 
permite el manejo de documentos. Debo señalar que he con- 
currido a la Comisión con buen ánimo realizando aportes 
permanentes -por supuesto que sin participar de la votación- 
y puedo llegar a la conclusión de que esas potestades han 
sido extralimitadas. Entonces, vamos a determinarlas mejor. 
¿Qué es lo que queremos hacer? ¿Queremos luchar contra la 


" corrupción o que ésta avance? ¿Queremos que aquí ocurra lo 


que sucede del otro lado de la orilla? ¿Queremos convertir- 
nos en otro país? Naturalmente, debemos sacrificarnos y ac- 
tuar con dureza; en este sentido, soy muy respetuoso de la 
intimidad de la gente. Estos fundamentos se evaluaban en el 
Tribunal de Cuentas o en la Comisión de“ Transparencia del 
Poder Ejecutivo. Es obvio que este sistema es perfectible. 
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pero en esta oportunidad y en nombre de la Constitución lo 
que se quiere hacer es tirar todos los papeles al suelo y 
quedarnos sin nada. Creo que esa es una actitud equivocada. 
El señor Senador Santoro elaboró una lista mucho más preci- 
sa y puntillosa en la que reconocemos el trabajo de uno de 
los hombres con más experiencia en el Parlamento. En una 
primera instancia, no se quería incluir tanta gente pero, pos- 
teriormente, el señor Senador Santoro -que goza de gran pres- 
tigio- con su tranquilidad y ponderación hizo una lista que 
tuvo andamiento. Sin embargo, algunos sectores del Partido 
Nacional -no al que pertenece el señor Senador Santoro- en 
un principio no fueron partidarios de dicha lista. Más adelan- 
te, ocurrió que los políticos no estaban incluidos, cuando 
precisamente tenemos que dar el ejemplo. Luego de salvar 
estos obstáculos fuimos avanzando. De todos modos, pensé 
que el proyecto sustitutivo iba a resultar mucho mejor, pero 
no ha sido así. Con esta iniciativa nadie va a investigar nada; 
nadie va a hacer una denuncia penal; las comisiones investi- 
gadoras del Parlamento no tienen las potestades necesarias y 
los jerarcas correspondientes no están habilitados para ello 
por este proyecto de ley. Entonces, cuando se señala que los 
sobres serán cerrados y lacrados, debo decir que no los va a 
abrir nadie. Incluso, existía un artículo que habilitaba la pu- 
blicación en el Diario Oficial por parte del propio interesado. 
Sin embargo, tal vez una persona no le quiere dar esa dimen- 
sión, sino que simplemente desea que en un plazo determina- 
do se publique en el Diario Oficial, sin que nadie le pida 
nada. ¿Acaso esto no fue lo que hicieron el Presidente y 
Vicepresidente de la República? Este proyecto de ley no con- 
tiene siquiera esta posibilidad. El Presidente y Vicepresidente 
de la República dieron el ejemplo ofreciendo la declaración 
jurada de su patrimonio para ser publicada en el Diario Ofi- 
cial, sin provocar un gasto en otro diario, en una actitud 
prolija, serena y exenta de soberbia. Reitero que ni siquiera 
esta instancia está habilitada en este proyecto de ley; aunque 
esto se puede corregir, la intención existe y éste es el tema 
central. Cuando el hecho se publica en los diarios es en vir- 
tud del derecho del interesado que salió a la prensa a rectifi- 
car una calumnia, solicitando la publicación de sus declara- 
ciones juradas. Los Legisladores del Nuevo Espacio efectúan 
todos los años una declaración jurada que reparten a la pren- 
sa, pero sería mucho mejor que éste fuera un derecho de 
todos los funcionarios que quieran declarar su patrimonio, 
publicándolo en el Diario Oficial. 


Estos son detalles que hacen a la concepción del tema. No 
quiero entrar en este momento en el problema de los cónyu- 
ges que parece que ahora está teóricamente saldado, porque 
vamos a dar la pelea en la Cámara de Representantes, en la 
Asamblea General y ante la propia opinión pública. Y vamos 
a hacerlo porque se nos va el país; porque seguimos pensan- 
do en nosotros cuando la Administración tiene problemas de 
corrupción y no estamos haciendo nada. Así fue planteado 
por el Presidente de la República, cuando en el Hotel Victo- 
ria Plaza señaló que había que abordar el tema empezando 
por la Policía. Precisamente, creo que el señor Senador Luis 
Hierro López presidía la Comisión correspondiente. 
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(Ocupa la Presidencia el señor Senador Fernández Fain- 
gold) 


SEÑOR HIERRO LOPEZ, - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Voy a guardar algunos argu- 
mentos de fondo para cuando tenga oportunidad de intervenir 
en el debate. No quiero entrar en una polémica con el señor 
Senador Michelini, pero me veo obligado a precisar algunos 
términos. 


No es correcto que no estemos haciendo nada, sino que, a 
mi juicio, estamos procediendo en forma ordenada. Además, 
aquí hay una diferencia que surge respecto a algunos artícu- 
los de la ley que, a mi entender, no da lugar a afirmaciones 
globales que hacen aparecer a la Bancada de gobierno -o 
incluso al Senado- como omisa ante el fenómeno de la co- 
rrupción. 


Creo necesario recordar que, en virtud del Decreto-Ley 
N” 14.900 existe una Ley Cristal que se está aplicando y en 
función de la cual el Poder Ejecutivo ha reclamado a los 
funcionarios involucrados que cumplan con lo que ella esta- 
blece. Se podrá decir que es un texto incompleto, pero el 
hecho es que existe y hace que los funcionarios que hoy 
actúan en la Administración estén sometidos a sus normas, 
provocando que la Escribanía de Gobierno reciba decenas de 
declaraciones juradas por semana. 


Por otro lado, el Senado tiene a estudio dos proyecto de 
ley de enorme importancia que tienen el objetivo de combatir 
la corrupción, y a los cuales, a mi juicio, se debió haber dado 
prioridad, frente a esta iniciativa de Ley Cristal, a efectos de 
dotar al Estado de mejores instrumentos para luchar contra 
este flagelo. En primer lugar, la Reforma del Código del 
Proceso Penal otorgará a la Justicia la instrumentación mo- 
derna y adecuada para luchar contra este mal de la sociedad. 
En este sentido, creo que hubiera sido más conveniente que 
discurrir en esas largas discusiones sobre Ley Cristal, haber 
apresurado dicha reforma. En segundo término, está el pro- 
yecto anticorrupción enviado por el Poder Ejecutivo y en el 
cual la Bancada de Gobierno reivindica la necesidad de avan- 
zar. No estamos abandonando ese proyecto de ley, sino que 
simplemente por razones de técnica parlamentaria se separó 
el capítulo referido a Ley Cristal o a declaración jurada de 
bienes. Sin embargo, la Bancada de Gobierno insiste en la 
necesidad, reitero, de avanzar en el estudio del proyecto de 
ley anticorrupción. 


Por otro lado, me parece natural que el Gobierno, la so- 
ciedad y el Senado tengan una actitud vigilante en este tema. 
Por suerte, en este país existe libertad de prensa y el Parla- 
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mento tiene capacidad para hacer las investigaciones que co- 
rrespondan. Los hechos de los últimos tiempos han demostra- 
do que estas acciones están vigentes en la sociedad y, por lo 
tanto, que ésta ha venido recuperándose de ciertos episodios 
de corrupción. El Poder Ejecutivo ha solicitado la interven- 
ción de los funcionarios en cuanto a la declaración jurada de 
bienes, dando el ejemplo a que hacía referencia el señor Se- 
nador Michelini. En este sentido, los titulares del gobierno 
han sido quienes han hecho esta declaración. Nosotros cree- 
mos que no alcanza con las declaraciones juradas de bienes, 
sino que vamos mucho más allá; reclamamos una reforma del 
Poder Judicial en lo que refiere al Proceso Penal y un Código 
de ley de anticorrupción. Quiere decir que no nos hemos 
quedado quietos, no hemos abandonado ninguno de nuestros 
deberes ni nuestros principios y no estamos desoyendo las 
propuestas del Poder Ejecutivo sino que, por el contrario, las 
asumimos. Creemos que con respecto a esta diferencia -en la 
que podemos coincidir con el señor Senador Michelini y que 
tiene que ver con artículos concretos del proyecto de ley que 
tenemos a estudio- quizás pueda ser discutida a fondo en la 
discusión en particular a efectos de avanzar para mejorar esta 


iniciativa. 


Pero no creo que porque haya diferencias en relación al 
texto que estamos aprobando, se pueda hacer una mención 
global -doy por hecho que el señor Senador Michelini lo hace 
con muy buena intención- en el sentido de que no estamos 
haciendo nada contra la corrupción o de que prácticamente 
hemos abandonado la propuesta del Poder Ejecutivo. No es 
así, y apenas terminemos con esta discusión, que ha sido muy 
larga y bastante inoportuna, porque nos ha impedido avanzar 
en el tratamiento de los otros proyectos que son mucho más 
importantes que éste para luchar contra la corrupción, la Ban- 
cada del Partido de Gobierno va a demostrar que mantiene 
las propuestas que ha hecho el señor Presidente de la Repú- 
blica. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI. - Creo que la aclaración del señor 
Senador Hierro López bien vale, porque si de mis palabras 
surgió que yo estaba adjudicando una actitud pasiva al Poder 
Ejecutivo, sinceramente me corrijo. No en vano, en el propio 
Consejo de Ministros -y esto es público- el señor Presidente 
de la República hizo grandes esfuerzos para que el proyecto 
se enviara mucho antes, y las dificultades no estaban en los 
hombres del partido del señor Presidente de la República, 
sino en los del resto de la coalición. Honestamente, no creo 
que a personas de tanta versación y calidad intelectual se les 
haya pasado el tema del derecho a la intimidad. Hay una 
estimulación al control social, a lo que la actividad del con- 
junto de la sociedad puede hacer en este tema, mucho más 
que la propia Justicia y las comisiones investigadoras. El 
artículo 9” dice: “Toda persona que tuviere conocimiento de 
actos de corrupción, o sospechas fundadas de los mismos, 
podrá formular por escrito la denuncia ante la Comisión, con 
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o sin asistencia letrada”. En ningún momento se dice que sea 
necesario presentar una denuncia penal; simplemente se ha- 
bla de sospechas, de indicios. ¿Dónde está esta voluntad del 
Poder Ejecutivo y del Consejo de Ministros en este proyecto 
de ley? Se me dirá que con este razonamiento tiene que 
aprobarse todo; entonces, detengamos todo y aprobemos todo. 
En ese caso, le daría la razón al señor Senador Pozzolo, que * 
siempre dijo que tenemos que sacar todo junto. Yo creía que 
era posible aprobar una Ley Cristal ordenada y que pudiera 
ser eficiente. Pero si para aprobar una Ley Cristal votamos 
una que no es útil... 


SEÑOR BERGSTEIN. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Solicito que se prorrogue el tér- 
mino de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
Puede proseguir el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI. - Continúo leyendo el proyecto del 
Poder Ejecutivo, señor Presidente. Dice: “No se admitirán 
denuncias anónimas pero se mantendrá en reserva la identi- 
dad del denunciante”. Aquí hay, nuevamente, un estímulo 
para que se hagan las denuncias, ya que se preserva la identi- 
dad del denunciante. El artículo 10 establece: “La investiga- 
ción se desarrollará con todas las garantías del debido proce- 
so... El artículo 11 señala: “Finalizada la investigación, la 
Comisión podrá disponer el archivo de los antecedentes o el 
pase de los mismos a la Justicia Penal...”. Es permanente la 
intervención de la Comisión Nacional de Transparencia Pú- 
blica, cuya misión era cumplida, en parte, por el Tribunal de 
Cuentas en el proyecto aprobado por unanimidad en la Cá- 
mara de Representantes. El artículo 23 dice: “La Comisión 
tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones juradas que 
reciba en cumplimiento de esta ley, y sólo procederá a su 
apertura...”, y entre las posibilidades previstas, está que lo 
haga de oficio. Es decir que no es a partir de una denuncia 
penal o de las actuaciones de comisiones investigadoras. La 
Comisión Nacional de Transparencia Pública actuaría con 
respecto al tema de la corrupción con o sin denuncias articu- 
ladas, y se establecen incluso los mecanismos para ello. En el 
artículo 26 se establece: “En caso que la Comisión tome 
conocimiento por cualquier medio de la aparición de signos 
exteriores de riqueza que sean manifiestamente desproporcio- 
nados con la situación económica de un funcionario públi- 
co...”. Esta norma es más osada y va mucho más allá. 
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Me pregunto, señor Presidente, ¿dónde está la coherencia 
de los partidos, que votan determinado proyecto en la Cáma- 
ra de Representantes y no lo hacen en el Senado? Por supues- 
to, puede haber cambios, diferencias, porque ese es el sentido 
del sistema bicameral, pero, ¿dónde están las orientaciones 
partidarias básicas de un proyecto que quería informar el 
Herrerismo y que ahora es un mamarracho? Resulta que la 
coalición envía un proyecto y después se lo poda, hasta el 
punto que hoy no se puede identificar en él medidas efectivas 
de lucha contra la corrupción. Ahora se incluye al cónyuge; 
esto parece obvio, y me alegro de que haya ocurrido esto, 
porque una de las mayores virtudes del ser humano es reco- 
nocer que ha cometido un error. Se me podrá decir que tanto 
el proyecto aprobado en la Cámara de Representantes como 
el que viene de la Comisión puede tener otros errores; obvia- 
mente, si no se pueden rectificar, no vamos a pretender ha- 
cerlo. Pero tenemos que aprobar una norma que apunte hacia 
el objetivo principal, que es luchar contra la corrupción. 


Se dice que el proyecto aprobado en la Cámara de Repre- 
sentantes permitía que quien quisiera enriquecerse pudiera 
encontrar mecanismos para hacerlo, Pero me pregunto ¿qué 
ocurre con este proyecto, por el cual cuando una persona es 
electa se le pide una o dos veces que declare su patrimonio, y 
cuando deja de ser electa, no se le pregunta nada más? ¿Hay 
que hacer una denuncia penal para ello? 


Se habla del tema constitucional, de lo perfectible del 
proyecto y de la idoneidad del señor Senador Posadas Monte- 
ro en este tema. Pero, ¿no es posible trabajar para alcanzar el 
objetivo concreto? ¿O pensamos que el señor Presidente de la 
República desconoce la Constitución al proyectar no al Tri- 
bunal de Cuentas, sino a la Comisión Nacional de Transpa- 
rencia Pública, toda esta capacidad de investigación? ¿Está 
planteando estrictamente algo que no tiene asidero? 


Creo, señor Presidente, que aquí, lamentablemente, se quie- 
re dar una señal. Quizás lo peor que le ha pasado al país es 
que esos hechos de corrupción, frente a los que ha respondido 
la opinión pública, la prensa y el sistema político, no nos han 
encontrado con el aplomo necesario como para darnos cuenta 
de que la sociedad es mucho más que nosotros, que los fun- 
cionarios públicos son mucho más que nosótros y que el 
proyecto apunta mucho más que al propio sistema político. 
No hay intención de parte nuestra de investigar el tema polí- 
tico; la idea es, sí, dar el ejemplo. Para atrás, deberá dirimir 
la Justicia, y hacia adelante, queremos establecer normas en 
las que los propios políticos demos el ejemplo, porque somos 
quienes estamos conduciendo la sociedad. 


Entonces, para evitar la sensación natural que puede ha- 
ber de que una ley de este tipo pueda derivar hacia una “caza 
de brujas” y en la necesidad de preservar el honor de las 
personas -aclaro que soy muy cuidadoso en esto- lo que hace- 
mos es aprobar un proyecto que no va a tener resultados. 
Estamos sobrecargando al Poder Judicial con todo esto y con 
la necesidad de formular denuncias para llegar a saber si 
alguien -a quien los ciudadanos han pagado con sus propios 
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impuestos- ha cometido un ilícito o no. Sinceramente, esto 
me parece desmedido. 


Termino, señor Presidente, diciendo -esto quedó claro, o 
al menos pretendí que así fuera, en la Comisión- que no era 
mi propósito que el proyecto afrobado en la Cámara de Re- 
presentantes fuera aprobado tal como vino. Permanentemen- 
te, traté de aportar elementos para mejorar el proyecto y 
contribuir a la reflexión. No en vano, por una intervención de 
quien habla, se llegó a la conclusión de que los electos hoy 
deberían estar comprendidos en el proyecto, más allá de al- 
guna duda que pudiera tener algún señor Senador, porque era 
obvio que nosotros éramos los que teníamos que dar el ejem- 
plo. La iniciativa era perfectible y podía volver a la Cámara 
de Representantes, por supuesto, sin perder su objetivo prin- 
cipal, es decir, la lucha contra la corrupción. Sin embargo, el 
proyecto que se le enviará no cumple los objetivos que se 
persiguen, aunque sí colma la inquietud de la opinión pública 
al dar una señal. A quienes hemos presentado proyectos a 
propósito de la llamada Ley Cristal o de transparencia se nos 
acusa de actuar con perfil político, lo que es erróneo. Se trata 
de un agravio que se podrá creer o no, pero que yo no haría 
al señor Presidente de la República en un tema tan delicado 
como es el que roza el honor de las personas. Me refiero a 
afirmar que el señor Presidente de la República está jugando 
con el honor de las personas al presentar un proyecto y, por 
su propia voluntad, influir al Consejo de Ministros para que 
se apruebe un proyecto con mayor profundidad que el propio 
texto del Nuevo Espacio. Pienso que si a este proyecto se 
agregaran las iniciativas del señor Senador Millor -que ha 
hecho públicas- quien sin duda tiene influencia en la coali- 
ción de gobierno por ser parte del partido que ganó la elec- 
ción, sería aún más riguroso y tendría más alcance que el 
presentado por el Nuevo Espacio. De todas formas, pienso 
que es un avance importante. 


Como ya dije, estoy de acuerdo en que este proyecto sea 
devuelto a la Cámara de Representantes, donde insistiremos 
en que cumpla realmente sus objetivos. Quizá lo más lógico 
sería que el proyecto del Poder Ejecutivo, con los agregados 
del señor Senador Millor, venga completo al Senado dentro 
de poco tiempo; seguramente contará con los votos suficien- 
tes, porque también habrá sido aprobado por el Consejo de 
Ministros -lo que significa mayorías en el Parlamento- y no 
olvidemos la buena voluntad de los partidos opositores en 
cuanto a profundizar la lucha contra la corrupción. De esta 
manera, podríamos tener un proyecto que actuara realmente 
contra ese mal y que diera tranquilidad a quienes proceden 
correctamente. Creo que así estaríamos poniendo en práctica 
uno de los principios más maravillosos que pueden guiar el 
desempeño de un cargo público; en mi caso, señor Presiden- 
te, hacer política es no esconder nada. Esto significa que la 
ciudadanfa, cuando va a votar, sepa a quién o qué está votan- 
do, y que cuando se requieran los servicios de alguien como 
Ministro o cualquier otro jerarca, se conozca cuál es su patri- 
monio. En este caso la ciudadanía tendrá la tranquilidad de 
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que hay mecanismos, como el Tribunal de Cuentas o la Co- . 


misión de Transparencia, que fiscalizan y controlan que quie- 
nes ejercemos la función política lo hagamos correctamente. 


Se afirma que esta iniciativa no estimula a las personas a 
dedicarse a la función pública. A este respecto, debo decir 
que la gente no se acerca a esta tarea por un salario, sino por 
vocación y por el deseo de ayudar a la comunidad. Por lo 
tanto, si no hay nada que ocultar, el proyecto venido de la 
Cámara de Representantes no desestimula las buenas inten- 
ciones, mientras que la iniciativa elevada por la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado llena la fórmula, hace 
la plana, pero no va a generar el respaldo que obtuvo el texto 
de la Cámara de Representantes -donde también se encuentra 
expresada la voluntad de los partidos- ni el que podría conci- 
tar el del Poder Ejecutivo a nivel de aquellas colectividades 
que, por menor caudal electoral que tengan, representan a 
una parte de la opinión pública y realizan una importante 
contribución a la sociedad. 


15) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un asunto entra- 
do fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Walter Santoro presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley relacionado 
con la incorporación de Oficiales en Reservas de Ar- 
mas Combatientes a los cuadros activos de fas Fuerzas 
Armadas.” 


-A la Comisión de Defensa Nacional. 
(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Declárese que las incorporaciones de 
Oficiales en Reserva de Armas Combatientes a los 
cuadros Activos de las Fuerzas, de acuerdo a lo que 
dispone el Art. 111 del Decreto-Ley N” 14.157, del 21 
de febrero de 1974, pasarán a integrarse al final del 
escalatón de precedencia de los Oficiales activos en el 
momento de la incorporación, según grado y arma de 
cada fuerza; siendo su régimen jurídico y de Ascensos 
a lo que establece el capítulo 2 Art. 57 al 63 inclusive 
y Art. 100, 137 y 143 del Decreto-Ley N” 14.157, del 
21 de febrero de 1974 y Ley N” 14.806, del 1” de 
agosto de 1978. 


Art. 2”. - Aquellos Oficiales en Reserva de Armas 
Combatientes que hayan pasado a los cuadros Activos 
y Hegaren al límite de edad establecido en el Art. 192 
del Decreto-Ley N” 14.157, del 2] de febrero de 1974, 
pasarán a integrar los escalafones de Servicio o Apoyo 
de cada Fuerza a los efectos de alcanzar el Haber 


Básico de Retiro establecido que acredite veinte años 
simples de Servicios computables. 


Art. 3”. - Los Oficiales en Reserva que por aplica- 
ción del artículo anterior pasaren a los Escalafones de 


- Servicio o Apoyo, se integran al comienzo del orden 


de precedencia de cada escalafón según su Grado y 
estarán sujetos al régimen jurídico y de ascensos que 
establece el Art. 1” de la presente ley. 


Art. 4%. - Los ascensos que por la presente ley 
pudieran corresponder a los señores Oficiales incorpo- 
rados o en retiro por aplicación del artículo 111 de la 
Ley N” 14,157, del 21 de febrero de 1974, no tendrán 
carácter retroactivo de ninguna naturaleza y deberán 
contar con la propuesta del Comandante en Jefe de 
cada fuerza. 


Art. 5”. - En tiempo de Paz se concederán ascensos 
a los Oficiales en Reserva de Armas Combatientes 
dentro de la Reserva hasta el grado de Teniente Coro- 
nel o equivalente inclusive, siempre que hayan llenado 
las condiciones exigidas para ocupar esos grados en 
cada Fuerza; siendo su régimen de ascensos dispuesto 
a lo que establece el Capítulo 10 Art. 137-143 del 
Decreto-Ley N” 14,157, del 21 de febrero de 1974 y 
Ley N” 14.806, del 1” de agosto de 1973. 


Art. 6”. - Conforme a lo dispuesto en el Art. 127 
del Decreto-Ley N” 14.157, del 21 de febrero de 1974, 
facúltase al Poder Ejecutivo a poner en funcionamien- 
to la profesión militar en la Reserva del Ejército cuan- 
do lo estime necesario, tomando en ese momento ple- 
na vigencia del Decreto N” 20.997, de fecha 2 de mayo 
de 1952, 


Art. 7”. - Los señores Oficiales en Reserva de Ar- 
mas Combatientes no incorporados cualesquiera sea su 
situación, formarán escalafón de procedencia por gra- 
do y arma dentro de la Reserva de cada fuerza, tenien- 
do derecho, al uso del título del grado, uniformes mili- 
tares y distintivos de grados similares a lo dispuesto 
en la reglamentación para Oficiales en Retiro, estando 
sujetos al estado militar en lo que refiere al literal (F) 
y (G) del Art. 61 del Decreto-Ley N” 14.157 del 21 de 


febrero de 1974. 


Art. 8”. - Los señores Oficiales y alumnos en Re- 
serva no incorporados que efectúen instrucción, esta- 
rán sujetos a las Reglamentaciones de cada Fuerza, 
estando los señores Oficiales en Reserva habilitados a 
hacer uso de la facultad de mando y disciplinaria so- 
bre todo personal militar según su grado, en el lugar 
de instrucción. 


Art. 9”, - Declárese el día 9 de abrit de cada año el 
Día de la Reserva de las Fuerzas Armadas. 
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Art. 10. - Declárese “Santo y Seña' en forma per- 
manente para la Reserva de las Fuerzas Armadas la 
Orden dada por el General Artigas días antes del com- 
bate de Guayabo al General Fructuso Rivera: “Calle y 
Obre.* 


Art. 11. - Derógase toda otra disposición que con- 
travenga lo establecido en la presente ley. 


Art. 12. - La presente ley regirá a partir de la fecha 
de su promulgación. 


Walter R. Santoro. Senador. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Se considera de alto interés para el Estado el man- 
tenimiento de Reservas Militares con un grado de pro- 
fesionalización acorde con la época actual, que contri- 
buyan en forma inmediata a la Defensa Nacional. 


Es a partir del año 1945 que tas autoridades por 
aplicación de la Ley N” 10,757, del 27 de julio de 
1946 en su Art. 252, permitía la formación de Oficia- 
les en Reserva hasta el Grado de Teniente Coronel por 
intermedio de su escuela de formación, teniendo pro- 
fesionalización destacada en las cuatro armas en el 
caso del Ejército, permitiendo una carrera militar en 
Reserva que facilitará mandar Unidades Básicas Ope- 
rativas (Batallón, Grupo o Regimiento) pero que a su 
vez llenaba los requisitos fundamentales del conoci- 
miento de la profesión, reservando el ejercicio del man- 
do de Unidades mayores para Oficiales Superiores de- 
bido a su experiencia en la permanencia de las funcio- 
nes militares. 


Por el actual proyecto se pretende volver a la situa- 
ción anterior ya que es imperioso mantener Reservas 
profesionalizadas y que a su vez el conocimiento en la 
carrera alcance los niveles máximos posibles. 


Se aclara también cuál es la posición legal de los 
Señores Oficiales que pasan a actividad y cuándo es- 
tán en situación de Reserva, evitando situaciones como 
en la actualidad que se notan postergaciones en ascen- 
sos de Oficiales, incorporados por error en interpreta- 
ción de la actual Ley Orgánica N” 14.157, del 21 de 
febrero de 1974. 


Walter R. Santoro. Senador.” 


16) DECLARACION JURADA DE PATRIMONIO, IN- 
GRESOS, BIENES DE USO EN FORMA HABITUAL, 
O A CUALQUIER TITULO. Se establece que debe- 
rán presentarla los funcionarios que ocupen cargos 
de gobierno de carácter político, de particular con- 
fianza y de especial jerarquía. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión general 
del proyecto de ley relativo a la exigencia de presentar decla- 
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ración jurada para aquellos funcionarios que ocupan cargos 
de carácter político. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN. - Señor Presidente: en un sistema 
totalitario, la corrupción pública importa poco a la gente por- 
que el Estado es como una entelequía que está muy lejos y el 
Erario Público interesa poco o nada al ciudadano común y 
corriente. En el sistema democrático, en cambio, cada perso- 
na es de alguna manera un centinela del dinero público. Esto 
es bueno, pero al mismo tiempo crea un riesgo, porque pocas 
cosas serían más devastadoras para el sistema democrático 
que la creencia de que no es tan apto como otros regímenes 
para combatir la corrupción. 


La corrupción existe en el mundo entero -en el Uruguay 
posiblemente menos que en otros lados- y existe por una 
cantidad de razones. Quizás las tentaciones en el mundo mo- 
derno son mayores que antes, mientas que las resistencias 
internas son menores. El hecho es que hoy la corrupción se 
presenta en países tan disímiles -con regímenes tan diferen- 
tes- como Nigeria, Italia, Argentina, España, Corea y Japón. 
Sin embargo, debemos encontrar una respuesta adecuada, ya 
que si las propuestas del sistema político para combatir por la 
vía legal el fenómeno de la corrupción pública a la larga se 
revelan ineficaces, el desencanto podría convertirse en un 
boomerang en contra del propio sistema democrático que se 
quiere preservar. Por esta razón, en cierto momento se consti- 
tuyó -por iniciativa del Presidente de la República- un grupo 
de trabajo informal para intentar dar una respuesta eficaz, 
seria, ambiciosa, un catálogo de procedimientos para comba- 
tir en forma idónea el fenómeno de la corrupción pública y 
que sea esa la señal del sistema político hacia la sociedad. 
Para que este combate contra la corrupción sea idóneo, la 
sociedad debe participar en el mismo. 


Estamos convencidos de que no habrá una respuesta efi- 
caz al fenómeno de la corrupción si no se consigue involu- 
crar en ello a la sociedad enterna. Eso, además, tiene el 
beneficio adicional de frenar esas olas de rumores que hemos 
sentido en todas las épocas, que destruyen reputaciones y 
estimulan un escepticismo con respecto a la función pública. 
Obviamente, a la persona que sepa algo y cuente con canales 
para actuar, se le puede preguntar por qué no pasa del dicho 
al hecho ya que dispone de las herramientas ágiles para ha- 
cerlo. 


Ahora bien; ese deseo de eficacia debe equilibrarse con 
otros valores que son igualmente fundamentales en la convi- 
vencia democrática. Por supuesto que en aras de la lucha 
contra la corrupción no vamos a echar a los perros el honor 
de la gente; para defender valores superiores como la moral y 
el honor de los hombres debemos preparar leyes eficaces y 
equilibradas en relación a los valores en juego. Si en la lucha 
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contra la corrupción cualquiera de los proyectos de ley 
-personalmente, opino que tienen motivaciones loables y de 
ninguna manera subalternas- resulta ineficaz, el mensaje que 
se pretende comunicar a la sociedad va a rebotar y actuará en 
demérito del sistema político que lo ha emitido, Precisamen- 
te, eso estuvo en la base del proyecto que elaboró el Poder 
Ejecutivo. Esa iniciativa trató de ser ambiciosa. Abarcó as- 
pectos de control social -como se dijo aquí- administrativos, 
institucionales y penales. Además, se hizo con la idea de que 
en su tránsito parlamentario se perfeccionaran algunos ele- 
mentos que la misma contenía, pero por sobre todas las cosas 
puso énfasis en el respeto por el individuo, en la eficacia y en 
un equilibrio general que ataque a aquellos bolsones de co- 
rrupción que ahora o en el futuro puedan haber en la Admi- 
nistración Pública. 


A nuestro modo de ver, es claro que para atacar el fenó- 
meno de la corrupción se requiere un abanico de medidas 
interrelacionadas, en las cuales lo que se da en llamar Ley 
Cristal, es uno de los engranajes. No creo que en ningún país 
del mundo una Ley Cristal, independientemente considerada, 
haya dado los resultados esperados. A mi juicio, la Ley Cris- 
tal puede ser un plus en un conjunto de medidas, cuando hay 
un organismo que puede concentrar todo eso y que por la 
naturaleza de sus tareas y por la jerarquía de sus integrantes 
tenga una dosis de especialización. En este caso, este instru- 
mento puede ser útil, pero aisladamente considerado, no sola- 
mente me atrevo a poner en tela de juicio la utilidad de 
cualquier proyecto de Ley Cristal, sino también agregaría 
que el tiro podría salirnos por la culata, porque en un mundo 
que tiene instrumentos jurídicos tan sofisticados a nivel na- 
cional o internacional, una Ley Cristal puede ser una adver- 
tencia para que el corrupto o el funcionario venal vayan to- 
mando sus precauciones, de manera tal que ninguna Ley Cris- 
tal pueda detectar el botín obtenido. Los señores Senadores 
saben que existe todo tipo de construcciones jurídicas en el 
mundo moderno y cada vez aparecen nuevas elaboraciones 
más y más sofisticadas, por lo cual tengo mucha reluctancia 
en creer que un proyecto de Ley Cristal aprobado autónoma- 
mente sirva para lo que se pretende. 


Realmente, señor Presidente, no tengo ningún reparo en 
decir que no me duelen urgencias. Nos encontramos ante un 
tema muy delicado y complejo donde, si del aspecto penal se 
trata, tenemos que decir que son delitos de difícil prueba, en 
los cuales a veces pueden estar involucradas personas frente 
a las cuales un juez necesariamente va a pensar dos veces 
antes de adoptar medidas radicales; por ende, tenemos que 
actuar con suma cautela y, al mismo tiempo, con decisión. 


No me preocupa que algunos digan que se quieren ir pos- 
tergando las cosas, porque no es el caso, todo lo contrario, Se 
criticó en este recinto el hecho de que no aparecía el proyec- 
to del Poder Ejecutivo; pues bien, las demoras resultaban de 
la cultura coalicionaria puesta en acción: bienvenidas sean. 
Llevó algunos meses redactar el proyecto; se envió al Poder 
Ejecutivo; se recogieron importantes observaciones; se reela- 
boró, etcétera, todo lo cual fue bueno porque pensamos que 
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en cada una de esas idas y venidas la iniciativa fue mejoran- 
do y se vio enriquecida. 


Francamente, no entiendo cuál era y es la urgencia en 
aprobar un proyecto de Ley Cristal que hace agua por varios 
lados. Si de mí dependiera, con toda franqueza digo que 
nosotros no aprobaríamos ningún proyecto de Ley Cristal 
aisladamente considerado. Además, en cualquiera de sus ver- 
siones y en algunos de sus aspectos es incompatible con el 
proyecto del Poder Ejecutivo. Si luego se va a continuar con 
la consideración de esta última iniciativa y con el trámite 
parlamentario del proyecto de Ley Cristal, no advierto clara- 
mente cómo se va a compaginar todo ese material. Mientras 
tanto, estimamos que debía encararse el proyecto dei Poder 
Ejecutivo, detrás del cual, bien o mal, hay mucho trabajo y, 
lógicamente, se puede mejorar y enriquecer, como sucede 
normalmente en el trámite parlamentario con respecto a leyes 
de gran complejidad. Si bien formalmente el proyecto del 
Poder Ejecutivo tiene cerca de cincuenta artículos, en reali- 
dad, son mucho más, pórque todas las modificaciones y agre- 
gados que se hacen al Código Penal están agrupados en sólo 
dos disposiciones de ese medio centenar. 


En función de estas consideraciones podría deducirse que 
nosotros no votaríamos ninguno de los proyectos de Ley Cris- 
tal. Sin embargo, señor Presidente, vamos a apoyar la inicia- 
tiva que viene de la Comisión de Constitución y Legislación. 
Tal como lo dijo la semana pasada el señor Senador Astori, 
soy de los que creen que la disciplina partidaria es no sola- 
mente un valor éticamente positivo, sino también una condi- 
ción para el funcionamiento del sistema democrático. Y di- 
cho sea de paso, el buen funcionamiento de los partidos nos 
tiene que interesar a todos. 


Muy a menudo se dice que esto es entrar en un tema 
interno de los demás partidos; a mi entender, el buen funcio- 
namiento de todos los partidos políticos es un tema que nos 
interesa a todos, porque es algo inherente al funcionamiento 
del sistema. 


Si se me permite una breve digresión, hay algo que desde 
hace muchos años no me entra en la cabeza y es el hecho de 
que, en un tema declarado de interés político, un Legislador 
vote contra la posición de su partido y, en la elección subsi- 
guiente, sea candidato bajo el lema de ese mismo partido, 


- como si los partidos fueran camisas que se ponen y se sacan, 


según la conveniencia. Y esto es algo que nunca pude enten- 
der. 


Volviendo al tema, valorizo la disciplina partidaria y, en 
función de ello, voy a votar el proyecto que viene de la 
Comisión, porque técnicamente significó un avance sobre el 
proyecto proveniente de la Cámara de Diputados. 


Aquí se han señalado algunas imperfecciones técnicas del 
proyecto aprobado en la Cámara de Representantes. Nosotros 
podríamos agregar un rosario más de imperfecciones, pero 
este es un tema opinable y nadie es dueño de la verdad. 
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Además, en temas jurídicos, no tengo la costumbre de expre- 
sarme con la rotundidad con que lo hacen otros que a lo 
mejor sí se creen los dueños de la verdad. 


Reitero que por disciplina partidaria voy a acompañar la 
iniciativa venida de la Comisión, aunque entiendo que lo que 
se debía haber hecho era utilizar el proyecto del Poder Ejecu- 
tivo, tomar el elaborado por la Cámara de Representantes y 
el confeccionado por el señor Senador Millor, y con todos 
esos elementos de juicio, trabajar sin prisa y sin pausa para 
presentar lo que la sociedad uruguaya, a esta altura, está 
esperando: un instrumento que permita mejorar el clima ético 
en toda la Administración Pública, afirmando los procedi- 
mientos de prevención, desarrollando el funcionamiento del 
control social -que es imprescindible, particularmente en todo 
lo que tiene que ver con la adquisición de bienes y servicios 
por parte del Estado- completando el elenco de disposiciones 
penales, tipificando un delito de tráfico de influencias o de 
uso indebido de información privilegiada y estableciendo la 
rotación de los funcionarios públicos que están en las ofici- 
nas de compras. Todo ello constituye un rosario de medidas 
que son indispensables para un combate eficaz de la corrup- 
ción y están en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Por estas razones, me sentí en la obligación de señalar mi 
renuencia en aprobar una Ley Cristal en forma autónoma; 
pero puesto en esa disyuntiva, creo que lo que debo hacer es 
acompañar el voto de mi partido al proyecto que viene de la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado. 


SEÑOR LAGUARDA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR LAGUARDA. - Quisiera realizar algunas consi- 
deraciones preliminares sobre este punto, 


En primer lugar, creo que la actividad política y el ejerci- 
cio de la función pública, lejos de ser un privilegio constitu- 
ye un sacrificio al cual se accede por vocación de servicio a 
la corunidad y en el entendido de que en la órbita privada, 
sin duda, existen otras actividades que pueden significar me- 
jores ingresos para la persona. Desde ese punto de vista, a 
quien oriente su vocación hacia la obtención de bienes mate- 
riales a través de una manera lícita, sería válido aconsejarle 
que no se dedique a esta actividad sino a otra de la esfera 
privada. 


En segundo término, naturalmente la corrupción es una 
patología social que no se resuelve exclusivamente a nivel de 
la esfera normativa; responde a causas muy complejas en las 
cuales tiene que ver, entre otras, las concepciones de los 
individuos acerca del sentido de la vida, la filosofía y los 
valores. Si los valores fundamentales que orientan la vida de 
una persona tienden a la obtención de su beneficio personal o 
de lucro, será distinta su actitud a la de aquella que, por el 
contrario, se orienta a la responsabilidad colectiva en el ejer- 
cicio de la función pública. 
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En virtud de las consideraciones manejadas por el señor 
Senador Korzeniak en su intervención inicial, soy partidario 
de aprobar el proyecto venido de la Cámara de Representan- 
tes, tanto por razones de rápida sanción como también de su 
contenido. Por lo tanto, no me voy a extender en este punto 
ya que, repito, acompaño los argumentos esgrimidos por el 
señor Senador Korzeniak. Considero que desde el punto de 
vista político, el Senado debe dar una señal política en un 
momento en que este tema ha tenido tantas repercusiones. 


Por otro lado, sí quiero extenderme un poco más sobre un 
tema que hace al derecho a la intimidad que ha sido desarro- 
llado por algunos señores Senadores aquí en Sala. Por su- 
puesto, creo que este derecho está comprendido en nuestro 
orden jurídico, a través del artículo 72 de la Constitución, 
con las limitaciones que establece el artículo 7”. Además, 
está en nuestro Derecho Positivo en la medida en que está 
incluido en el Pacto de San José de Costa Rica y en Conven- 
ciones de las Naciones Unidas que integran nuestro Derecho 
Positivo. 


Cabe preguntarse en qué consiste el derecho a la intimi- 
dad. Esta sola interrogante es materia de discusión. Un punto 
de vista podría resumirse en que se trata de un derecho relati- 
vamente moderno; su primera formulación es del año 1890 
por parte del Juez Warren en la Revista de Derecho de la 
Universidad de Harvard. El lo planteaba como el derecho a 
ser dejado en paz. Por otra parte, también puede ser plantea- 
do como el derecho a mantener la privacidad de determina- 
dos datos personales. Lo que sucede aquí, es que habría que 
determinar cuáles son esos datos personales que deben ser 
mantenidos bajo la privacidad de la persona y que no deben 
figurar en ningún registro público, salvo que en forma expre- 
sa se acepte su divulgación. Cabe aclarar que en nuestro 
derecho no existe una respuesta para esta interrogante; inclu- 
sive, el derecho a la privacidad no está legislado. Entonces, 
deberíamos preguntarnos cuáles son esos datos que son de 
resorte del individuo y que sólo pueden ser conocidos con el 
aval de ese sujeto. En general, en el Derecho Comparado se 
incluye una serie de datos que deben preservarse bajo el 
derecho de la intimidad. Podrían resumirse en los siguientes: 
la filiación política y sindical -cabe recordar el archivo de 
Canelones que apareció en el mes de junio del año pasado 
donde constaba la filiación política de una serie de ciudada- 
nos, lo que constituiría desde nuestro punto de vista un ata- 
que al derecho de la privacidad- la identificación religiosa, la 
elección sexual de una persona a ser heterosexual u homo- 
sexual, la presencia de defectos físicos o enfermedades men- 
tales que puedan significar un menoscabo para esas personas, 
entre otros. Inclusive, no debería figurar un registro público 
si la persona es portadora del virus HIV, aunque en base al 
artículo 7” de la Constitución, sería legítimo conocer ese dato 
si, por ejemplo, dicho individuo trabajara en el área de la 
salud y realizara transfusiones de sangre. 


Por lo expuesto, queda claro que son algunos los datos 
que están cubiertos por el derecho a la privacidad y es discu- 
tible la enumeración de cuáles son aquellos que deben ser 
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preservados bajo el derecho a la intimidad. Por ejemplo, pa- 
rece bastante obvio que desde el punto de vista de la planifi- 
cación de cualquier política tributaria, una serie de datos 
relativos al patrimonio de las personas deben figurar en regis- 
tros públicos. Las Impositivas de todo el mundo manejan ese 
tipo de datos. 


De todas maneras, entiendo que la discusión acerca de 
cuál es el núcleo central de la privacidad del ser humano, 
está planteada. En ese sentido, cabría preguntarse qué datos 
reflejan más en su esencia la dignidad del ser humano y qué 
tugar ocupa la posesión de bienes materiales en la vida de un 
hombre. Indudablemente, se trata de un problema de valores 
-lucro versus solidaridad- y de filosofía social y política que 
atraviesa, en definitiva, el debate de los siglos XVII, XIX y 
XX. La misma podría formularse de la siguiente manera: la 
voluntad democrática a través de las instituciones, del plura- 
lismo político, de los parlamentos y de la ley soberana puede 
regular los derechos económicos -admitamos que los dere- 
chos políticos y sociales tienen una prioridad fundamental- 
pero cabría preguntarse si la posesión de bienes materiales 
está sometida a la voluntad democrática, a la búsqueda deli- 
berada del futuro o por el contrario a la búsqueda de lucro en 
el mercado, por lo que es discutible si la posesión de bienes 
materiales estaría incluida en ese núcleo central de la digni- 
dad del ser humano. Quienes respondemos negativamente la 
segunda parte de la pregunta, entendemos que la enumera- 
ción del patrimonio de una persona no constituye un elemen- 
to esencial que deba ser preservado bajo el derecho de la 
intimidad. 


Por lo expuesto, señor Presidente, apoyamos el proyecto 
sancionado por la Cámara de Representantes y desearíamos 
que el mismo fuera aprobado por el Senado. 


17) DOCTORA ALBA ROBALLO. Su deceso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una moción lle- 
gada a la Mesa, 


(Se da de la siguiente:) 
“Ante el fallecimiento de la doctora Alba Roballo el Se- 


nado resuelve: 1) guardar un minuto de silencio en su memo- 
ría y 2) sesionar en forma extraordinaria mañana a las 16 
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horas para rendirle homenaje.” Firman los señores Senadores 
Hierro López, Arismendi, Santoro y Michelini. 


-Esta moción ha sido discutida por los coordinadores de 
Bancada, en principio refleja la voluntad del Cuerpo y sería 
la última decisión de esta sesión extraordinaria que será le- 


. vantada inmediatamente después de cumplir lo que propone 


dicha solicitud, en el caso de que sea aprobada por el Cuerpo. 
En consecuencia, mañana sesionaríamos en forma extraordi- 
naria a las 16 horas y luego de la finalización de esa sesión, 
se continuaría con la sesión ordinaria. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado y la Barra se ponen de pie y guardarán un 
minuto de silencio. 


(Así se hace) 
18) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 34 minutos, presidiendo el 
Licenciado Fernández Faingold y estando presentes los se- 
ñores Senadores Antognazza, Arismendi, Barbato, Bergs- 
tein, Bertolini, Brezzo, Caviglia, Cid, Dalmás, Gandini, 
Heber, Hierro López, Irurtia, Korzeniak, Laguarda, Pe- 
reyra, Posadas Montero, Pozzolo, Ricaldoni, Sanabria, San- 
toro, Sarthou y Segovia.) 
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